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PRESENTACIÓN

El presente volumen contiene un tema que estuvo en los reflecto-

res políticos durante las elecciones federales del año 2012. Debido 

a que a partir de una resolución (SUP-JDC-12624/2011) que el Tri-

bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió el 30 de 

noviembre de 2011, cuando el proceso electoral ya había iniciado 

su curso, se modificó el registro de las candidaturas propuestas por 

los partidos políticos para la integración del Congreso de la Unión. 

Los criterios argumentados en dicha sentencia —reiterada 

posteriormente en otras resoluciones— que se asentaron en la 

jurisprudencia cambiaron la interpretación acerca de las cuotas 

electorales de género que los partidos políticos están obligados a 

cumplir para la elección de candidaturas tanto por mayoría relativa 

como por el principio de representación proporcional. 

En ese sentido, el texto del doctor Fernando Rey Martínez es 

de gran relevancia porque aborda el concepto de las cuotas elec-

torales de género con una interesante propuesta. Desde un primer 

plano realiza un estudio objetivo y crítico de los términos utilizados 

por la doctrina para definir a las cuotas, como acciones afirmativas, 

discriminación positiva, discriminación inversa y, por otra lado, pro-

pone un nuevo enfoque para entenderlas, al definirlas como una 

garantía contra la discriminación indirecta o de impacto en el es-

pacio de la participación política. 

El texto está estructurado en cinco apartados. En el primero de 

ellos el autor presenta una introducción en la que expone las vi-

siones a favor y en contra de las cuotas electorales de género, su 

origen y su relación con el concepto de igualdad y con la idea de 

ciudadanía, y aclara que en sus inicios las cuotas eran vistas con re-

celo en Europa, pero en la actualidad se consideran una medida in-

teligente de progreso. 

En el segundo apartado expone la visión de las cuotas electo-

rales de género que existe en Europa, según un estudio realizado 

por el Parlamento Europeo, en los 27 estados de la Unión. Éste in-

dica el impacto que las cuotas han tenido en la integración de sus 

parlamentos, pues en algunos países han funcionado las cuotas  
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electorales y en otros incluso ha habido retrocesos. El autor ha-

ce énfasis en las sanciones que se deben adoptar por el incumpli-

miento de las cuotas y cómo en la actualidad ya no se discute su 

existencia, sino la manera de que sean más eficaces. 

En el tercero, realiza un interesante estudio acerca del impac-

to que tuvo la jurisprudencia del Tribunal Electoral del Poder Ju-

dicial de la Federación (TEPJF) en la integración de la Cámara de 

Diputados y la Cámara de Senadores respecto del número de mu-

jeres que ahora las conforman. 

Comienza con una descripción de los antecedentes que dieron 

origen a los criterios que cambiaron la obligación de los partidos 

políticos a respetar las cuotas electorales de género, partiendo de 

la sentencia SUP-JDC-12624/2011 y las que derivaron de dicha re-

solución. El autor hace un análisis de la interpretación que realizó 

el TEPJF al artículo 219 del Código Federal de Instituciones y Proce-

dimientos Electorales, y señala que ésta puede darse de distintas 

formas y lo discutible de los razonamientos. 

El autor analiza los argumentos principales de tres sentencias 

(SUP-JDC-475/2012, SUP-JDC-510/2012 y SUP-JDC-611/2012) en 

las que se realizó un juicio de proporcionalidad entre el derecho  

a ser votado y el derecho de igualdad entre el hombre y la mujer a  

la participación política. El autor, según su perspectiva, de mane-

ra minuciosa y muy bien cuidada, describe las contradicciones y 

aciertos del TEPJF respecto del uso que da a las cuotas electorales 

de género como acciones afirmativas y cómo, de alguna manera, 

el Tribunal consideró a las cuotas como un límite de derechos fun-

damentales. Igualmente, estudia la interpretación con relación a la 

objeción de que la normativa de cuotas vulneraba el principio de 

libre autorganización de los partidos.

En la cuarta parte, el doctor Rey presenta una nueva propues-

ta de interpretación jurídica de las cuotas electorales de género. 

Examina el razonamiento utilizado por el TEPJF acerca de las cuotas  

y, por medio de un estudio detallista y concreto, muestra la pro-

blemática de denominarlas acciones afirmativas o discriminacio-

nes positivas, y las diferencias entre ambos conceptos. 

Fe r n a n d o  R e y  M a r t í n e z
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En seguida propone a las cuotas como una garantía contra una 

discriminación indirecta o de impacto exponiendo las razones que 

justifican la existencia de las cuotas, así como su correspondencia 

con aquello que llama derecho antidiscriminatorio y su relación con 

el derecho de igualdad. Explica de manera exhaustiva la noción de 

discriminación indirecta, desde su relación estrecha con la igual-

dad de trato y de oportunidades, su uso y compresión en el Tribu-

nal Europeo de Derechos Humanos y en la normativa de la Unión 

Europea hasta algunos ejemplos de casos en los que se ha tratado 

la discriminación indirecta. 

En el recorrido de su explicación acerca de la discriminación in-

directa examina también parte de la problemática de la igualdad 

de trato y de oportunidades para las mujeres, expone argumentos 

que lo llevan a concluir que la principal dificultad para la participa-

ción política de las mujeres se da en el plano ideológico y cultural, 

además de padecer discriminación institucional. 

En el último apartado, el autor reflexiona, desde una perspectiva 

cultural, respecto a las causas que impiden la participación política 

de las mujeres como un primer obstáculo fuera del alcance de me-

didas de solución como las cuotas de género. Finalmente, propone  

una estrategia de conciliación para fomentar la participación polí-

tica femenina. 

El texto del doctor Rey es un estudio relevante que todos aque-

llos interesados en el tema deben leer, ya que su propuesta de un 

nuevo enfoque jurídico para definir a las cuotas electorales de géne-

ro ofrece una visión fresca y clara de su aplicación. 

  

Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación
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INTRODUCCIÓN. LAS CUOTAS, DE MEDIDA 

SOSPECHOSA A MEDIDA SMART DE PROGRESO1

El conflicto respecto a las cuotas de género remite a diversas con-

cepciones de la representación política y la igualdad, en definitiva, 

de lo justo. Están ya bastante establecidos2 los argumentos princi-

pales a su favor3 o en su contra.4 El vivo y rico debate en todo el 

mundo, que dura ya dos décadas, acerca de la oportunidad política  

1 Durante el mes de agosto de 2012 impartí un curso sobre este tema invitado por el  

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF). Me gustaría dedicar este tex-

to a los alumnos que durante cinco sesiones tuvieron a bien ser víctimas de mi facundia 

docente, a pesar de lo cual, sin rencores, me brindaron un ejemplo constante de inte-

rés, inteligentes sugerencias, amabilidad y simpatía. Quisiera dedicar el documento a to-

dos, sin excepción, pero me gustaría mencionar especialmente a Adriana Bracho, Marco  

Antonio Pérez de los Reyes y Karolina Monika Gilas, porque les hice llegar una versión 

preliminar del mismo y me devolvieron sagaces comentarios. Por supuesto, los errores e 

imprecisiones que pudieran encontrarse se deben exclusivamente a mi pluma. 
2 Por todos, Dahlerup (Parlamento Europeo 2011, 25 y ss.). Es muy interesante también, 

respecto de México, el estudio de Miguel Carbonell (2003). 
3 Las asambleas políticas deberían reflejar la presencia de los principales grupos sociales y 

ya que las mujeres son la mitad de la población, deberían ocupar la mitad de los escaños; 

la representación política no se refiere sólo a mérito y competencia, sino a representar 

a la gente; ¿cómo se puede justificar, si las mujeres tienen el derecho a una igual re-

presentación, que los varones dispongan de casi todos los cargos parlamentarios?; las 

cuotas no discriminan, más bien compensan las barreras y mecanismos de exclusión que 

todavía existen para las mujeres; las cuotas no discriminan a los varones, sino que limi-

tan la tendencia de los partidos de proponer casi siempre a varones; las mujeres están 

tan cualificadas como los hombres, pero sus competencias se valoran peor en un siste-

ma político dominado por ellos; la experiencia de las mujeres es necesaria para la vida 

política; las mujeres están mejor representadas por las mujeres porque comprenden lo 

que la igualdad significa para ellas; las cuotas son un método rápido para incrementar 

el número de mujeres electas; las cuotas ya existen en otros países y son recomendadas 

por organizaciones internacionales; las cuotas, formales o informales, ya se usan para 

otros colectivos en los procesos de selección de candidatos políticos (edad, procedencia 

geográfica, profesión, etcétera); incluir a las mujeres contribuye al proceso de democrati-

zación y aumenta la legitimidad democrática. 
4 La representación política tiene por objeto ideas e intereses, no grupos sociales; la repre-

sentación es cuestión de mérito (dejemos que gane el mejor candidato para el trabajo); 

en la medida que las cuotas dan prioridad a un grupo, lesionan la igualdad de trato y de 

oportunidades para todos; son discriminatorias porque favorecen a un grupo a expensas 

de candidatos mejor cualificados de otro; lesionan el derecho de los partidos de elegir 

sus propios candidatos; son antidemocráticas porque los votantes deberían tener la últi-

ma palabra sobre quién les representa; muchas mujeres no son partidarias de un sistema 

de cuotas, ni quieren ser mujeres-cuota, ni quieren participar en política (si lo hicieran, 

habría más representantes mujeres); las cuotas para mujeres abren la reivindicación para 

cuotas de otras grupos sociales, produciendo una “balcanización” de la política; las cuo-

tas son irrelevantes porque mujeres y hombres tienen el mismo estatus en la sociedad; 

las cuotas son símbolo de un sistema autoritario de emancipación forzada; las cuotas son 

innecesarias porque la proporción de mujeres parlamentarias aumentará gradualmente 

de forma natural. 
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y la validez jurídica de las cuotas electorales de género no se ha 

apaciguado, pero, según intentaré demostrar en este estudio, en 

gran medida es un debate superado que debe ser abordado des-

de otros puntos de vista. Ciertamente, no es difícil comprender  

las reservas iniciales que se suscitaron entre la comunidad de ju-

ristas cuando se empezaron a establecer legislativamente los pri-

meros sistemas de cuotas electorales de género, a partir de los 

primeros años noventa del siglo pasado. Por un lado, la misma fi-

gura de la cuota de género es una medida radical, que alerta sobre 

un problema importante (el déficit de participación política feme-

nina en las principales instituciones políticas) y, peor aún, sobre la 

incapacidad de resolverlo por otros medios menos drásticos. A ca-

si nadie parece gustar las cuotas, ni a varones ni a mujeres. Hay 

acuerdo general en que lo mejor es que no tuvieran que existir; 

se trata de una medida irritante. Pero la cuestión es que el proble-

ma al que intentan dar remedio (la subrepresentación política fe-

menina) sigue existiendo, es obstinado, es universal, es sistémico y 

es impropio de una democracia de calidad. Y ello a pesar de que, 

aparentemente, hombres y mujeres se encuentran en idénticas  

condiciones para acceder a la política. En su monumental obra, 

Marcela Lagarde (2011, 30) habla, con agudeza, del velo de la igual-

dad, de la falsa creencia de que hombres y mujeres son iguales y 

de que ya no existe discriminación. La realidad es que, sin negar 

los avances, “las niñas que nacen hoy en gran parte del mundo na-

cen en cautiverio porque en ningún país están en verdaderas con-

diciones sociales, jurídicas y políticas de igualdad y no son libres” 

(2011, 34). 

Por otro lado, la mayoría de juristas de nuestra órbita cultural 

hemos sido adiestrados en el derecho público a partir de la catego-

ría de ciudadanía que procede de la Revolución francesa y que se 

funda en una idea tan poderosa como abstracta de igualdad (fren-

te a la diversidad de regímenes jurídicos por estamentos propia 

del Ancien Régime). Todos los ciudadanos, con independencia de 

ser hombres o mujeres, ricos o pobres, jóvenes o mayores, etcéte-

ra, somos iguales y lo que nos unifica es, precisamente, nuestra co-

mún pertenencia a la nación. De ahí que todos los parlamentarios  

Fe r n a n d o  R e y  M a r t í n e z
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representen a toda la nación y nunca a un grupo social en particu-

lar. Las cuotas de género serían, evidentemente, un cuerpo extra-

ño en este modelo. Apuntan, más bien, al modelo estadounidense 

de sociedad de grupos y de representación política de intereses 

particulares (aunque las mujeres no son, evidentemente, “un gru-

po” más, entre otras cosas porque son la mitad de la población). 

Hay que hacer notar, no obstante, que el modelo francés de ciuda-

danía y de representación era más teórico que real, en la medida 

que el Parlamento que resultó del proceso revolucionario francés 

y que subsistió hasta bien entrado el siglo XX no representaba a to-

dos los nacionales, sino, en virtud del sufragio censitario, sólo a los 

propietarios, a la burguesía; es decir, a un grupo social particular. 

El modelo liberal de representación política identifica el concep-

to de ciudadano con un segmento bien determinado de la po-

blación: los varones, mayores, blancos y propietarios. La soberanía 

política no era más que la otra cara de la propiedad privada (de la 

tierra, fundamentalmente). Así pues, el concepto de igualdad que 

está en el corazón de la idea de ciudadanía en este periodo es pro-

fundamente nugatorio. De modo que no sería exagerado afirmar 

que nunca en la historia ha existido, en realidad, una representa-

ción universal, ideal, pura, de la nación, sino que las instituciones 

políticas han sido siempre configuradas a partir de los intereses de 

grupos sociales particulares (que han hecho creer, para legitimar-

se, que representaban a todos).

En cualquier caso, actualmente, el ideal francés de igual ciuda-

danía se halla en una crisis profunda. Nadie quiere ser hoy igual a 

nadie. Nuestro tiempo de la posmodernidad se caracteriza por el 

gusto por la diversidad, por la diferencia: étnica, lingüística, políti-

ca, territorial, de género, ideológica, de capacidades… El individuo 

se siente más próximo de un grupo social en particular que del Es-

tado en su conjunto para, a partir de ahí, identificar un pasado de 

agravios por parte del grupo social mayoritario (y del propio Esta-

do) y pasar a reivindicar una justa compensación. A menudo la di-

versidad es, en este sentido, la expresión contable de la dignidad. 

El Estado es un ente demasiado pequeño para poder decir algo 

significativo en el plano económico, pero es un ente demasiado  
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grande para poder gestionar con facilidad la creciente comple-

jidad cultural, étnica, ideológica, ética, etcétera, que existe en su 

seno. Nuestras democracias son actualmente (como también lo 

fueron en 1789, pero ahora de modo más sincero), democracias de 

grupos (con intereses en conflictos) y no sólo de ciudadanos (uni-

dos armónicamente en un proyecto común de convivencia política). 

Pese a ello, la formación tradicional de los juristas de nuestro 

ámbito cultural mantiene las inercias de las viejas ideas liberal-bur-

guesas de ciudadanía y de representación. Por eso no sorprende 

que la figura de las cuotas electorales de género resultara inicial-

mente, hace 20 años, antipática a la mayoría de la doctrina5 e in-

cluso a los tribunales constitucionales que tuvieron que examinar 

la validez de este tipo de medidas. Esta situación, sin embargo, em-

pezó a cambiar muy pronto. En el número 9 de Temas Selectos de 

Derecho Electoral, que publicó el Tribunal Electoral del Poder Ju-

dicial de la Federación (TEPJF) en 2009, con el título Discriminación 

por razón de género y sistema electoral en Europa y España, ya obser-

vé en los ordenamientos europeos un “cambio de tendencia”, pues 

aprecié “un cierto consenso en Europa sobre la validez de las me-

didas electorales que persiguen la igualdad de oportunidades en-

tre mujeres y hombres”. 

Hoy ese cambio de tendencia es imparable e irresistible. Las cuo-

tas electorales de género han llegado para quedarse y el argumen-

to de su acogida por los principales documentos internacionales en  

5 Incluido quien escribe este trabajo. No obstante, suelo hacer mía esta frase atribuida a 

W. Churchill: “A lo largo de mi vida he tenido que tragarme a menudo mis propias pa-

labras, pero he descubierto que se trata de una dieta equilibrada”. A pesar de todo, en-

tiendo que algunas de mis reservas no carecían de cierto sentido. Eran, en primer lugar, 

reservas sobre su conveniencia u oportunidad, concretamente, dudas sobre su utilidad 

en un ordenamiento como el español, donde existía un porcentaje de representación 

femenina semejante antes y después de establecer legislativamente la cuota; la medida 

desviaría la atención y hace creer que los problemas de subrepresentación femenina ya 

están superados cuando en realidad no se afecta el núcleo real del poder, que no está 

en el Parlamento, sino en las élites directivas de los partidos políticos; se utilizarían los 

ideales de igualdad entre mujeres y hombres para encubrir, en realidad, feroces luchas 

intrapartidistas de carácter personal; se reforzaría el poder de decisión de las élites de los 

partidos; y, por último, sería difícil evitar la sospecha de que las cuotas incurrirían en un 

paternalismo falsamente protector. En segundo lugar, tenía dudas, desde el punto de vis-

ta jurídico, sobre la compatibilidad de las cuotas con la libertad ideológica y de decisión 

de los partidos políticos (no tanto ya con su adecuación con el derecho fundamental a no 

ser discriminado por género). 

Fe r n a n d o  R e y  M a r t í n e z
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la materia tiene una indudable importancia para su proyección en 

los ordenamientos nacionales. No es infrecuente, en efecto, que los  

máximos tribunales nacionales en el orden electoral traigan a su 

argumentación lo dispuesto en dos textos internacionales: de un  

lado, el artículo 3 de la Convención sobre la eliminación de todas las  

formas de discriminación contra la mujer, de la Organización de  

las Naciones Unidas, que exige a los estados adoptar en la esfera 

política, entre otras, 

todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para 

asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto 

de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las  

libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hom-

bre (ONU 1946)

o en el artículo 4.1, que habilita a los estados “la adopción por los 

Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal enca-

minadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer”, 

no considerándolas una forma de discriminación, si bien estas me-

didas deberán cesar “cuando se hayan alcanzado los objetivos de 

igualdad de oportunidad y trato”.

De otro lado, uno de los 12 objetivos de la Conferencia de Bei-

jing (ONU 1995, 18-119) ha sido enunciado como el derecho de 

igual acceso de las mujeres y su completa participación en las es-

tructuras de poder y en los procesos de toma de decisiones (el fa-

moso empoderamiento). 

En el orden regional europeo, el informe del Comité de Igual-

dad entre Mujeres y Hombres e Igualdad de Género (2011/2244), 

del Parlamento de la Unión Europea, de 2011, aprobado el 5 de 

marzo de 2012, en su párrafo 32, observa, de un modo mucho más 

concreto, que 

el uso de cuotas electorales ha tenido efectos positivos sobre la re-

presentación de las mujeres y da la bienvenida a los sistemas de pa-

ridad legislativa y cuotas de género introducidas en Francia, España,  

Bélgica, Eslovenia, Portugal y Polonia (Parlamento Europeo 2012)
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e “invita a los Estados Miembros con representación particular-

mente baja de mujeres en las asambleas políticas a considerar la 

introducción de medidas de este tipo”. Por su parte, el documen-

to político actual más importante de la Unión Europea en materia 

de igualdad entre mujeres y hombres, la estrategia que lleva ese 

nombre para el periodo 2010-2015, aprobada por la Comisión Eu-

ropea el 21 de septiembre de 2010 (Comisión UE 2010), incluye la 

igualdad entre mujeres y hombres en los procesos de toma de de-

cisiones entre sus cinco objetivos centrales.6 La Comisión constata 

que en el seno de la Unión, en 2010 sólo uno de cada cuatro par-

lamentarios o ministros de los gobiernos era mujer; que sólo 3% 

de los consejos de administración de las principales empresas es-

taban presididos por mujeres y que el nivel más alto de profesores 

de universidad y de investigadores estaba ocupado por mujeres en 

un escueto 19%. Hay que observar que el enfoque europeo no se 

centra sólo en el escenario político y, dentro de él, en los cargos de 

representación parlamentaria, sino que alude al ámbito más am-

plio de los procesos de toma de decisiones, que incluyen las fun-

ciones y cargos públicos (no sólo los parlamentarios), así como 

también las empresas. Este es un dato interesante a retener en re-

lación con un hipotético cambio de perspectiva del abordaje de la 

cuestión en el ordenamiento mexicano. 

En cualquier caso, la hoja de ruta de la igualdad entre mujeres 

y hombres en este periodo (2010-2015) se enmarca en el objetivo 

para la Europa 2020 de un crecimiento sostenible, inclusivo e inte-

ligente-elegante (smart). El potencial del talento femenino debe 

aprovecharse más y mejor. La perspectiva de las instituciones eu-

ropeas sobre este asunto es que discriminar a las mujeres no só-

lo viola derechos fundamentales, sino que es ineficiente desde el 

punto de vista económico, social y político, ya que infrautiliza el ta-

lento de un gran sector de la población.7 De modo que las mujeres  

6 Los otros son: la igual independencia económica, la igual retribución por trabajos de 

igual valor, la dignidad, la integridad y la lucha contra la violencia de género y la igualdad 

entre mujeres y hombres en la acción exterior de la Unión Europea. 
7 Esta idea de la infrautilización del talento femenino procede, a mi juicio, de la clásica de 

John Stuart Mill en The Subjection of Women (Mill 1869). Su tesis principal es que las relacio-

nes sociales que hacen depender a un sexo del otro son malas en sí mismas y constituyen  
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deben participar en todos los procesos de toma de decisiones 

porque lo contrario no sólo lesiona su derecho de participación y  

de no sufrir discriminación por razón de género, sino también por-

que no es inteligente. Pues bien, en este contexto, las cuotas elec-

torales de género, que inicialmente se vieron con sospecha en 

Europa, se ven ahora como una medida smart de progreso. 

A este radical cambio de perspectiva política de las cuotas elec-

torales de género, me permitiré añadir una propuesta de diferente 

perspectiva en su consideración estrictamente técnico-jurídica. En 

efecto, en los términos en los que más tarde se expondrá, hay su-

ficientes razones, a mi juicio, para dejar de considerar a las cuotas 

electorales de género como medidas de acción afirmativa o discri-

minación positiva o inversa, para pasar a considerarlas, en realidad, 

como medidas de garantía contra la discriminación indirecta o de 

impacto en el ámbito de la participación política.8 

En el presente trabajo profundizaré, en primer lugar, en el cam-

bio de tendencia en el análisis de las cuotas electorales de género 

en Europa, al que me he venido refiriendo. En segundo lugar, recor-

daré las reflexiones que sobre este asunto se han ido vertiendo en 

la jurisprudencia más reciente del TEPJF, relativa al proceso electoral 

de 2012.9 Y, por último, a manera de conclusiones (aunque más que 

un punto de llegada será, espero, un punto de partida), abogaré  

uno de los principales obstáculos para el progreso de la humanidad. Por ello deben susti-

tuirse por una igualdad perfecta, sin privilegio ni poder para un sexo ni incapacidad algu-

na para el otro. Ni razones pretendidamente “naturales”, ni el fuerte sentimiento contrario 

de la desigualdad, ni la costumbre, ni el nacimiento, ni la interiorización de la inferioridad 

por parte de algunas mujeres, ni los estereotipos clásicos (como la voluptuosidad o la 

carencia de inteligencia femenina) justifican la subyugación de las mujeres a los hom-

bres. Más bien, argumenta Mill, la humanidad gana mucho con la libertad de las mujeres: 

duplica la suma de facultades intelectuales para el bien de la especie humana (aquí está 

en origen, me parece, la tesis sostenida por las instituciones europeas), conduce a la fe-

licidad (de unas y de otros) y, finalmente, libera a los varones de la corrupción que recae 

también sobre el déspota. 
8 Este enfoque es minoritario. La primera en reclamarlo ha sido P. Biglino (2008, 287), que 

niega a las cuotas electorales de género de la legislación española la condición de ac-

ciones positivas para identificarlas como “una medida antidiscriminatoria destinada a 

remover una discriminación indirecta, en virtud de la cual la presencia de las mujeres en 

órganos representativos sigue siendo escasa”.
9 Utilizaré, para ello, parte del texto que presenté en la ponencia del “Seminario interna-

cional sobre el proceso electoral federal” (2012), celebrado los días 11 y 12 de octubre de 

2012 en México a instancia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
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por un cambio de enfoque de la cuestión de las cuotas electorales 

de género, que pasaría por los siguientes puntos: 

1. Las cuotas electorales de género son plenamente válidas 

desde el punto de vista jurídico y son una medida smart de 

progreso.

2. Las cuotas son garantías de la igualdad de trato (un reme-

dio contra la discriminación indirecta de tipo sistémico en 

el escenario político) y no medidas de acción afirmativa.

3. Las cuotas no son el techo de la igualdad entre mujeres y 

hombres en el ámbito de la participación política, sino el  

piso de un objetivo más ambicioso y que no ha sido conse-

guido aún: la igualdad real entre mujeres y hombres en “to-

dos” los procesos de toma de decisiones (públicos —no sólo 

parlamentarios— y privados, destacadamente empresas).

LAS CUOTAS ELECTORALES DE GÉNERO  
EN EUROPA. BALANCE Y PERSPECTIVAS

Acaso pudiera resultar interesante hacernos eco de las principa-

les conclusiones de un estudio del Parlamento Europeo, titulado 

Electoral Gender Quota Systems and their implementation in Europe, 

de septiembre de 2011 (Parlamento Europeo 2011), elaborado por 

varios profesores del departamento de ciencia política de la Uni-

versidad de Estocolmo (Suecia) —el investigador principal ha sido 

Drude Dahlerup—, que examina las cuotas electorales de género 

en los 27 estados de la Unión Europea y en tres de la Unión Econó-

mica Europea (Islandia, Liechtenstein y Noruega). Sin duda, se trata 

de un texto no sólo bien documentado y reciente, sino, sobre todo, 

con un amplio potencial de influencia sobre las políticas europeas 

en este campo (este informe no refleja la opinión oficial del Parla-

mento, pero fue elaborado a instancias de él). 

Algunas de las principales ideas que podrían retenerse de este 

informe, a efectos de nuestro análisis, son las siguientes:
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Primera. A pesar de que, hasta hace poco, Europa no se había 

caracterizado precisamente por estar en la vanguardia de la intro-

ducción de la política de las cuotas de género, esta política es ac-

tualmente un fenómeno extendido y creciente también en suelo 

europeo, aunque de diversas formas. Seis estados han introducido 

cuotas legales de género (Bélgica, Francia, Polonia, Portugal, Eslo-

venia y España) y en más de la mitad de los países los partidos po-

líticos han adoptado voluntariamente cuotas de género para sus 

listas electorales. 

El mapa de la participación política en Europa revela que hay 

muy pocos estados donde se supere 40% de presencia femenina  

en las cámaras parlamentarias; sólo cuatro (son datos de 2011): 

Suecia (45%), Islandia (42.9%), Finlandia (42.5%) y Holanda (40.7%). 

En otros cinco estados se supera 30%, pero no se alcanza 40%: No-

ruega (39.6%), Bélgica (39.3%), Dinamarca (37.4%), España (36.3%) 

y Alemania (32.8%). Me gustaría destacar que los mejores índices 

de participación femenina se dan en la Europa del norte y del cen-

tro, con una sola excepción, la de España. También es notable que 

hay un buen número de estados en cuyos parlamentos las muje-

res no llegan a 25% de presencia. Entre los grandes países, resultan 

llamativos los casos de Reino Unido (22%), Italia (21.3%) y Francia 

(18.5%). 

Segunda. El estudio muestra que la introducción de un sistema 

de cuotas no tiene éxito si no va acompañado de un sistema legal 

efectivo de sanciones por incumplimiento (fuertes sanciones eco-

nómicas o, sobre todo, invalidez de las listas de candidatos). Así co-

mo un sistema de cuotas no es condición necesaria para un alto nivel 

de representación femenina (Finlandia y Dinamarca son dos bue-

nos ejemplos, aunque no hay muchos más), tampoco un sistema  

de cuotas, por sí mismo, sin sanciones, asegura ese objetivo. 

Tercera. También se observa que el incremento de la represen-

tación política de las mujeres ha avanzado en los últimos años, 

pero no demasiado, e incluso ha habido retrocesos en algunos  

estados, por ejemplo, Estonia, Austria, Chipre, Lituania, Suecia, 

Hungría y Portugal. En el sumario ejecutivo del informe se lee: “Las 

mujeres continúan siendo una minoría en las esferas políticas y el 
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poder político todavía permanece en manos de los varones” (Parla-

mento Europeo 2011, 10). 

Cuarta. Una recomendación del estudio que encuentro parti-

cularmente interesante (pues conecta con la idea de que las cuo-

tas no son un punto de llegada, sino de partida) es que, con cuotas 

o sin ellas, debe adoptarse una batería de medidas para incremen-

tar la representación femenina: 

programas específicos de capacitación, un sistema de acompaña-

miento o tutoría para las mujeres que se estrenan en cargos polí-

ticos, establecimiento de horarios de reunión compatibles con el  

horario familiar, recomendaciones y objetivos con metas específicas 

de los partidos en orden a superar la sub-representación femenina 

(Parlamento Europeo 2011, 11).

Quinta. El informe enfatiza el papel primordial que en este cam-

po juegan los partidos políticos. Son “los guardianes de la puerta 

de acceso a la política”, los que deciden quién entra y quién no. Si 

ellos tomaran en serio la presencia femenina en política no haría 

falta una regulación legal de cuotas. Pues bien, un momento cla-

ve dentro del proceso electoral es el de la selección de candida-

tos por los partidos, que a veces es llamado “el jardín secreto de la 

nominación” (Parlamento Europeo 2011, 24) porque a menudo los 

votantes tienen muy escaso conocimiento de dónde y cómo han 

surgido los candidatos por los que ellos tienen que votar. Por ello, 

se trataría de cambiar el modelo de reclutamiento de los partidos 

políticos para que presentaran un mayor número de candidatas. 

En definitiva, las cuotas de género (establecidas obligatoria-

mente por la legislación electoral o voluntariamente por los par-

tidos políticos, e incluso por el conocido como “efecto contagio o 

imitación” de unos partidos a otros) constituyen en la actualidad 

una medida generalizada en Europa de la que ya no se discute su 

validez en sede judicial, sino cómo configurarla concretamente pa-

ra hacerla más efectiva y cómo integrarla con otras medidas para 

aumentar la participación política de las mujeres. Admitido que las 

cuotas han contribuido a introducir cambios históricos súbitos de 
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la representación política femenina, ya no se discute el qué (la pro-

pia existencia de la cuota), sino el cómo (la manera más eficaz po-

sible de establecerla). 

Este enfoque de las cuotas, en mi opinión, es también el que se 

está imponiendo en la otra orilla del Atlántico, en el ordenamiento 

mexicano, como analizaré a continuación. 

LA CUESTIÓN EN LA JURISPRUDENCIA 
 RECIENTE DEL TEPJF

Resulta interesante recordar ahora la jurisprudencia más reciente y 

significativa del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-

ción en relación con las normas que establecen la cuota de género  

de 40% para las elecciones a diputados y senadores federales. 

Concretamente, se tendrán en cuenta seis decisiones del proceso 

electoral de julio de 2012, aunque todas ellas abordan cuestiones  

próximas y las tres últimas son gemelares porque se enfrentan a 

un problema idéntico.10 No cabe ignorar que el máximo Tribunal  

Electoral ha optado claramente por una interpretación que preten-

de maximizar la aplicación práctica de la regulación legal de la cuo-

ta de género electoral, ya desde la primera y capital sentencia del 

30 de noviembre de 2011. En este sentido, tal decisión ha llegado  

a ser calificada como histórica por el reporte electoral 2012 del Ob-

servatorio legislativo sobre el avance de la participación política de las 

mujeres en México (CEAMEG 2012), en la medida que ha permitido al-

canzar la inédita tasa de 36.6% de diputadas federales (184, frente 

a los 316 diputados), 91 de mayoría y 92 de representación pro-

porcional. El dato más elocuente del benéfico impacto de la ju-

risprudencia del TEPJF respecto de la igualdad en la participación 

política de mujeres y hombres es que en la actual legislatura, la  

LXII, hay 39 diputadas más que en la anterior (91 frente a 52) elegi-

das por el sistema de mayoría. Respecto del Senado, se ha alcan-

zado la prometedora cifra —aunque menor en comparación con  

10 Las sentencias son SUP-JDC-12624/2011, SUP-JDC-14855/2011, SUP-RAP-81/2012,  

SUP-JDC-475/2012, SUP-JDC-510/2012 y SUP-JDC-611/2012. 
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la de la Cámara de Diputados— de 42 senadoras frente a 86 sena-

dores, es decir, 32.8%.11

Tampoco es posible desconocer los pertinaces intentos de no 

pocos actores políticos por evadir fraudulentamente la aplicación 

de la cuota electoral de género por los resquicios que la regula-

ción legal ofrece; bien sea por la vía de sustituir a las candidatas 

que hubieran sido ya elegidas por sus suplentes masculinos (el fa-

moso caso de las Juanitas), bien sea por el expediente de utilizar la 

excepción de la regla del 40% prevista en la norma para los casos 

de los candidatos elegidos por el sistema mayoritario cuando hu-

bieran sido propuestos a través de algún procedimiento intrapar-

tidista “democrático”. Frente a cualquier pretensión de esta clase se 

ha erguido como un muro la jurisprudencia del Tribunal Electoral, 

que se ha tomado la igualdad de género electoral absolutamen-

te en serio. 

La disposición controvertida de referencia es el artículo 219 

del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales  

(Cofipe 2008): 

1. De la totalidad de solicitudes de registro, tanto de las candida-

turas a diputados como de senadores que presenten los partidos 

políticos o las coaliciones ante el Instituto Federal Electoral, debe-

rán integrarse con al menos el cuarenta por ciento de candidatos 

propietarios de un mismo género, procurando llegar a la paridad.  

2. Quedan exceptuadas de esta disposición las candidaturas de ma-

yoría relativa que sean resultado de un proceso de elección demo-

crático, conforme a los estatutos de cada partido (Cofipe 2008). 

El problema principal que abarca todas las decisiones del Tri-

bunal Electoral tiene que ver con la interpretación armónica de los 

dos párrafos de este precepto. Concretamente, se trata, ante todo, 

de determinar, en primer lugar, si, de acuerdo con lo dispuesto en 

el primer párrafo, los partidos y coaliciones tienen que presentar  

11 Quizá no resulte inoportuno comparar estos datos con los del Congreso de los Estados 

Unidos de América, donde en la Cámara de Representantes actual sólo hay 95 mujeres 

entre el total de 435 miembros (21.8%) y en el Senado, 17 mujeres frente a 83 varones. 
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40% de candidatos no sólo en las listas que se someten a un siste-

ma proporcional, sino también en las contiendas que se ventilan 

por el principio de mayoría, incluso en el caso de que hayan si-

do propuestos después de un proceso de elección intrapartidista  

(y, por tanto, a pesar de lo que literalmente dispone el párrafo 2 

del artículo 219), y, en segundo lugar, si esta regla de 40% obliga 

o, por el contrario, es simplemente un objetivo deseable a alcan-

zar pero no un deber en relación con la fórmula completa; es decir, 

no sólo con los candidatos propietarios sino también con los su-

plentes. A falta de una previsión constitucional explícita sobre las 

cuotas electorales y en el contexto de una previsión legal un tanto 

ambigua,12 el Tribunal impone una determinada exégesis, favora-

ble a la idea de la igualdad electoral de género, aunque técnica-

mente opinable. 

La sentencia de referencia en que se establece el cuerpo de doc-

trina principal utilizado en el resto de casos es, claramente, la SUP-

JDC-12624/2011, del 30 de noviembre (ponente: José Alejandro  

Luna Ramos). El proceso trae causa de la impugnación del acuerdo 

327/2011 del Consejo General del Instituto Federal Electoral (IFE), 

en el que se indican los criterios aplicables para el registro de can-

didaturas a los distintos cargos de elección popular para el proce-

so electoral federal 2011/2012. Concretamente, en lo que se refiere 

a la aplicación de las cuotas de género, el punto decimotercero del 

acuerdo del IFE, entre otras previsiones, establecía dos normas que 

van a ser invalidadas por el TEPJF. La primera se refiere al sexo de los 

candidatos suplentes. En efecto, el acuerdo prohibía a los partidos 

y coaliciones incluir como candidatos a diputados y senadores, a 

elegir proporcionalmente o por mayoría, más de 60% de candida-

tos propietarios de un mismo género, pero, en cuanto a los candi-

datos suplentes, tan sólo sugería que se procurara que fueran del 

mismo género que los propietarios.13 El Tribunal Electoral declarará 

12 Incluso gramaticalmente, parece claro que en el primer párrafo sobra la preposición  

de inicial. 
13 Literalmente, se señalaba que “los partidos deberán presentar como máximo 180 y 38 

candidatos propietarios de un mismo género a Diputados y Senadores, respectivamente, 

procurando que la fórmula completa se integre por candidatos del mismo género”. (Énfasis 

añadido). 
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inválida esta previsión, exigiendo que la fórmula completa, es de-

cir, la compuesta por el candidato propietario y su suplente, sean 

del mismo sexo.14 

La segunda norma del acuerdo del IFE particularmente discuti-

da y anulada por el Tribunal alude a lo que podríamos denominar 

excepción democrática de las candidaturas de mayoría relativa (no 

de las sometidas al sistema proporcional). Como se recordará, el 

propio párrafo 2 del artículo 219 del Cofipe establece que la cuota 

de género de 40% no regirá respecto de las candidaturas de mayo-

ría relativa que sean resultado de un proceso de elección democrá-

tico. Pues bien, el acuerdo del IFE va a definir qué deba entenderse 

por un proceso o procedimiento de elección democrático intra-

partidista: 

aquél en el que la elección de las candidaturas se realice de forma 

directa por la militancia del partido o por la ciudadanía, o de forma 

indirecta a través de una convención o asamblea en que participe 

un número importante de delegados electos ex profeso por dicha 

militancia (acuerdo 327/2011del IFE). 

Esta definición va a ser anulada por el Tribunal Electoral.15 

14 No ignoro las diferencias culturales y antropológicas entre los conceptos de sexo y gé-
nero, pero desde el punto de vista jurídico, me parece más precisa en este contexto la 

utilización de la palabra sexo, puesto que las diferencias que introduce la norma se re-

fieren estrictamente a hombres y mujeres y no a todos los géneros que pudieran existir 

(cuestión que tampoco dista de estar clara, por cierto).
15 La argumentación del Tribunal es la siguiente:

a) El sexo de los candidatos suplentes. La sentencia razona que, puesto que lo que persi-

gue la ley electoral a través de la cuota es “garantizar la equidad de género”, no se trata de 

una simple recomendación a los partidos políticos, sino de una auténtica obligación tan-

to en el momento de la postulación de candidatos, de modo que deben garantizar que 

al menos 40% de los propietarios de las candidaturas al Congreso y el Senado sean del 

mismo sexo, cuanto en el del ejercicio del cargo representativo, para lo cual “todos los su-

plentes que integren el cuarenta por ciento de las fórmulas de candidatos del mismo gé-

nero deberán pertenecer al mismo género que sus propietarios”. En consecuencia, lo que 

el acuerdo del IFE considera una recomendación, que los candidatos suplentes fueran del 

mismo sexo que los propietarios, el TEPJF lo cataloga, sin embargo, como una auténtica 

obligación jurídica. Evidentemente, detrás de esta comprensión se halla el benemérito 

intento de evitar el conocido fraude de ley popularmente conocido como las Juanitas. 

b) La “excepción democrática” a la cuota en el caso de los electos por el sistema mayori-

tario y no proporcional. La sentencia encontrará que la definición que el acuerdo del IFE 

realiza del “procedimiento democrático” intrapartidista por medio del cual los partidos o 

coaliciones podrán eximirse de aplicar la cuota de género en relación con los candidatos 
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Ahora bien, la sentencia introduce una interpretación del mar-

co legal que va mucho más allá y que tendrá un enorme impacto 

posterior. En efecto, el Tribunal considera que la cuota de géne-

ro de 40% es obligatoria para la presentación de candidaturas (de 

propietarios y suplentes, como se ha visto) al Congreso y al Sena-

do, pero, y esta es la novedad principal (aunque se sostenga mo-

destamente en forma de obiter dictum), también afirma que esta 

regla resulta aplicable tanto para las candidaturas de representa-

ción proporcional como para las del principio de mayoría relativa. 

El Tribunal sienta una interpretación del artículo 219 del Cofipe en 

la sentencia SUP-JDC-12624/2011 de enorme impacto político (y 

conflictividad jurídica posterior).16 El juego de la regla-excepción  

de los dos párrafos del citado artículo puede ser interpretado de 

maneras harto diferentes y el Tribunal opta por una de ellas, la 

que podríamos denominar teleológica (en atención a la finalidad  

a elegir por el sistema mayoritario vulnera lo dispuesto por el párrafo 2 del artículo 219 

del Cofipe, ya que éste se remite, sin más, a “los estatutos de cada partido”. Habría una 

violación del principio de reserva de ley y de jerarquía normativa porque un acuerdo de  

naturaleza reglamentaria habría contradicho claramente lo dispuesto en una norma  

de rango legal. El Tribunal constata, a partir de ciertos informes doctrinales aportados 

por la parte, que, en el plano de los hechos, la utilización por los partidos de ciertos “pro-

cedimientos democráticos” en el sentido de la definición del acuerdo del IFE, habría im-

pactado negativamente sobre la aplicación de la cuota electoral de género. Y, por tanto, 

y ante la inminente apertura del proceso electoral, ni siquiera remite al IFE la modificación 

del acuerdo en este punto, sino que directamente invalida la definición de procedimien-

to democrático (SUP-JDC-12624/2011-Acl2). 
16 Es preciso observar que el párrafo 2 del artículo 219 del Cofipe también podría interpre-

tarse en relación con el primer apartado de ese mismo artículo de otras maneras. Podría 

considerarse, por ejemplo, que el párrafo 2 del artículo es una excepción del párrafo 1 

no sujeta a límite alguno; es decir, que en los supuestos de candidaturas de mayoría re-

lativa que fueran resultado de un proceso de elección democrático, de acuerdo con los 

estatutos del partido respectivo, no juega la regla de la exigencia del 40% como mínimo 

de candidatos de un mismo género. Esta interpretación abriría la puerta, evidentemen-

te, a una disolución de la eficacia práctica de la cuota electoral de género. La excepción 

podría llegar a ser tan importante o más que la propia regla. El significativo incremen-

to del número de representantes mujeres en la elección de 2012, como consecuencia 

de la negativa del TEPJF a aceptar tal interpretación, lo demuestra. Sin embargo, el voto 

discrepante del magistrado Flavio Galván Rivera en todos las sentencias examinadas se 

fundamenta precisamente en el hecho de que imponer la regla de la cuota incluso por 

encima de los procedimientos internos y democráticos del partido para decidir quiénes 

deben ser sus candidatos en la elección por el sistema de mayoría contraviene el princi-

pio democrático, que es central en el ordenamiento constitucional. Esta objeción puede 

superarse si se considera la finalidad de la regulación legal (con cobertura en el principio 

constitucional de igualdad entre mujeres y hombres), que es lograr la equidad electoral 

de género, y, sobre todo, si no se ignora que la representación electoral equilibrada de 

mujeres y hombres no sólo no se contrapone al principio democrático, sino que es una 

de sus indispensables manifestaciones.
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que persigue la regulación electoral de las cuotas de género), en 

detrimento de la puramente literal.17 Es previsible que esta situa-

ción no vuelva a producirse en futuras citas electorales, ya que los 

partidos políticos conocen de antemano la nueva regla estableci-

da por el Tribunal Electoral sobre el párrafo 2 del artículo 219 del 

Cofipe. 

 La interpretación del máximo Tribunal Electoral innova el or-

denamiento una vez que el proceso electoral de 2012 había ya co-

menzado, así que provoca lo que podríamos denominar ciertos 

daños colaterales: la aplicación de su doctrina con efecto retroacti-

vo a supuestos en los que varones habían resultado ya propuestos  

17 Una lectura a conciencia del contenido de la interpretación judicial, tampoco permite 

pasar por alto el hecho de que así como la tesis de que el párrafo 2 del artículo 219 del 

Cofipe introduce una excepción sin límites de la regla de la cuota de género del párrafo 

1, con el peligro, pues, de que el párrafo 2 absorba al párrafo 1 de ese mismo precepto, 

también es verdad que la tesis del TEPJF según la cual la regla de 40% rige para los dos 

sistemas de elección, el proporcional y el mayoritario, limita drásticamente el contenido 

al párrafo 2 del artículo 219 del Cofipe, que se ve absorbido por el párrafo 1. Personal-

mente, me gusta lo que ha concluido el TEPJF, pero no estoy seguro de que el artículo 219 

pueda leerse correctamente así en derecho, porque el artículo (sobre todo en su párrafo 

segundo) parece decir otra cosa. A mi juicio, el voto discrepante hubiera tenido mayor 

consistencia si en vez de apelar a la eventual contradicción con el principio democrático,  

hubiese efectuado una interpretación sistemática de ambos párrafos del artículo 219 del 

Cofipe para concluir que la interpretación mayoritaria del TEPJF limita radicalmente los efec-

tos del párrafo 2 de esa disposición (no los anula, porque el párrafo 2 podrá seguir siendo 

aplicado por los partidos, pero sujeto a un estricto límite, no previsto por la ley: los partidos 

deberán presentar como mínimo, para la elección por el sistema de mayoría relativa, a 120 

candidatos para diputados y 26 candidatos para senadores de un mismo sexo). 

 De ahí también el interés teórico de lo que podríamos denominar una tercera vía exegéti-

ca que intenta superar la contradicción de las dos ya expuestas y sus debilidades teóricas 

(hacer brillar uno de los dos párrafos del artículo 219 como para dejar en la penumbra 

al otro) que es la que propone el magistrado Manuel González Oropeza en su voto con-

currente a la sentencia de 30 de noviembre de 2011. En efecto, para este magistrado, los 

dos párrafos del artículo 219 del Cofipe deben ser interpretados conjuntamente y, por 

ello, el porcentaje de 40% mínimo de cada género debe garantizarse; ahora bien, si en 

virtud del párrafo 2 del artículo los candidatos de mayoría postulados por un partido que 

hayan sido electos por un procedimiento interno del partido democrático no alcanzan 

ese porcentaje, entonces deberá ajustarse al alza la lista de candidatos de representación 

proporcional para, finalmente, conseguirlo. Esta interpretación me parece, en buena téc-

nica jurídica (atendiendo a los criterios exegéticos literal, sistemático y teleológico), la 

mejor en relación con el marco normativo vigente, porque salva de modo equilibrado 

el juego de regla y excepción de los dos párrafos del artículo 219 del Cofipe. Frente a la 

interpretación literal del párrafo 2 del voto de Flavio Galván Rivera, y la interpretación 

teleológica de la mayoría, el voto de González Oropeza opta por un criterio sistemático. 

Otra cosa es que la redacción del párrafo 2 tenga mucho sentido. Quizá habría que de-

rogar expresamente el párrafo 2. Como la regulación legal es la que es, sin embargo, el 

TEPJF la ha invalidado de facto, pero de una manera un tanto oblicua, introduciendo una 

limitación no prevista por la norma. 
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en el seno de sus respectivos partidos como candidatos y que, en 

consecuencia, se verán despojados de tal condición.18 

18 En la sentencia SUP-JDC-14855/2011, de 11 de enero de 2012 (ponente: José Alejandro 

Luna Ramos) el Tribunal resuelve una impugnación de varias personas que ya habían 

sido elegidas como candidatos electorales por su partido (el PRI) contra el acuerdo del 

Consejo General del IFE (CG 413/2011) que recogía la nueva interpretación aportada por 

la sentencia SUP-JDC-12624/2011, en virtud de la cual tuvieron que perder tal condición 

Los recurrentes alegaban una aplicación retroactiva de una norma (el acuerdo del IFE) que 

claramente les perjudicaba, sin embargo, el TEPJF considera este agravio como inoperante 

porque, en realidad, la fuente de la posible lesión jurídica se hallaba no en el acuerdo 

del IFE, sino en la propia sentencia del TEPJF de la que aquél traía causa; y, puesto que las 

sentencias del tepjf en materia electoral son inatacables, no habría más remedio que aca-

tarlas. En la sentencia SUP-JDC-14855/2011 se plantea un tema interesante, invocado por 

los recurrentes, como es el de la posible violación en que incurriría la interpretación del 

artículo 219 del Cofipe sostenida por el IFE y el TEPJF de la libertad de autorganización de  

los partidos políticos (que, en principio, incluiría el método de designación de sus candi-

datos electorales). Este argumento guarda relación con la objeción planteada por el voto 

discrepante del magistrado Flavio Galván Rivera, aunque apunta específicamente a lo 

que podríamos denominar el contenido esencial del derecho de asociación que también 

juega, naturalmente, respecto de los partidos políticos, como es el de la capacidad de au-

torganizarse con libertad. El máximo Tribunal Electoral no aborda el análisis de este argu-

mento, sin embargo, porque no guarda relación con el acuerdo del IFE impugnado (más 

adelante, en las sentencias de 24 de abril de 2012, sí dirá algo, aunque no mucho, sobre 

este tema). En cualquier caso, habría que dejar apuntado que la libertad de autorganiza-

ción de las asociaciones no es ilimitada, y mucho menos en el caso de los partidos políti-

cos que, por cumplir tareas esenciales del proceso político, se ven sujetos a una particular 

exigencia de que su organización y funcionamiento sean lo más democráticos posible. 

 En la sentencia SUP-RAP-81/2012, de 14 de marzo (ponente: Manuel González Oro-

peza), se ventila un recurso de apelación promovido por el PAN contra el acuerdo del 

Consejo General que incorpora los criterios sentados por el TEPJF en su sentencia SUP-

JDC-12624/2011 (el acuerdo 413/2011, el mismo que se impugna en la sentencia últi-

mamente comentada). El sentido del fallo también va a ser confirmatorio del acuerdo 

del IFE y, en definitiva, de la doctrina que el propio TEPJF establece en la sentencia SUP-

JDC-12624/2011. Pero la sentencia SUP-RAP-81/2012 va a plantear un tema interesante, 

como es el de la eventual incompatibilidad de la nueva interpretación del Tribunal res-

pecto del método extraordinario de selección de candidatos por designación directa de 

la directiva del partido en algunas circunstancias, entre otras, precisamente, la de dar 

cumplimiento a la regla de la cuota de género. A juicio de los recurrentes, este método ya 

habría sido considerado ilegal por una sentencia anterior del TEPJF (SUP-JDC-10842/2011), 

y esto supondría “una inaplicación implícita” del párrafo 2 del artículo 219 del Cofipe. 

 El Tribunal no comparte esta argumentación. En la sentencia SUP-JDC-10842/2011 no se 

invalida, en general, este método extraordinario (y, por tanto, sujeto a límites y condicio-

nes) que tiene el PAN de designación directa de los candidatos electorales, sino el hecho 

de que, en ese caso concreto, la directiva no había justificado de modo suficiente las 

razones de su decisión. Y por ese motivo y no por otro la Sala Superior ordenó revocar los 

acuerdos de designación directa de candidatos que habían adoptado los órganos direc-

tivos del PAN. De modo que se admite el método extraordinario de designación directa 

de candidatos, pero siempre que se justifique persuasivamente. 

 Por último, las sentencias SUP-JDC-475/2012 (ponente: Pedro Esteban Penagos López), 

SUP-JDC-510/2012 (ponente: María del Carmen Alanis Figueroa) y SUP-JDC-611/2012 

(ponente: Pedro Esteban Penagos López), todas de la misma fecha, 24 de abril de 2012, 

tienen una estructura gemelar porque responden a un conflicto sustancialmente idénti-

co: candidatos que ya habían sido designados por un método democrático en el interior 
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Pero a este problema de interpretación sobre el sentido y el  

alcance que quepa atribuir al artículo 219 del Cofipe, esto es, a la 

integración coherente de sus dos párrafos, se une otro subyacen-

te, de mayor calado teórico, que remite a las propias dudas del Tri-

bunal sobre el concepto de las cuotas electorales de género y su 

adecuación con la Constitución. Ciertamente, la jurisprudencia del 

Tribunal es plenamente consistente en todas sus decisiones sobre 

la validez constitucional de las cuotas, pero, como se verá, las ca-

taloga de diversas maneras en las sentencias, y, a veces, incluso 

dentro de una misma sentencia. La naturaleza jurídica de las cuo-

tas electorales de género es una cuestión sustancial no sólo desde 

el punto de vista teórico, sino, sobre todo, práctico, porque, lógi-

camente, a partir de su catalogación de una u otra manera se de-

rivan diferentes metodologías argumentativas del Tribunal. De ahí 

que también sea discutible, en ciertos casos, la oscilante y dubita-

tiva línea argumental que utiliza el Tribunal. 

Es sobre todo en las sentencias SUP-JDC-475/2012 (ponen-

te: Pedro Esteban Penagos López), SUP-JDC-510/2012 (ponente:  

María del Carmen Alanis Figueroa) y SUP-JDC-611/2012 (ponen-

te: Pedro Esteban Penagos López), todas de la misma fecha, 24 de 

abril de 2012, en las que el Tribunal profundiza en su argumen-

tación, reflexionando, por ejemplo, sobre la naturaleza jurídica de 

la cuota electoral de género o intentando realizar un esbozo de jui-

cio de proporcionalidad para justificarla.

Resumiré los argumentos principales de estas sentencias en 

tres puntos (con la atención, sobre todo, en la primera de ellas, la 

SUP-JDC-475/2012):

Primero. La cuota de género, alegan los recurrentes, vulnera el 

principio democrático de la Constitución mexicana. Se trae, pues, 

la tesis del pertinaz voto discrepante del magistrado Flavio Galván 

Rivera, aunque se precisa más porque se concreta esa vulneración 

en tres aspectos: la cuota de género dejaría sin efectos los proce-

del propio partido (PAN, PRI y PRD, respectivamente) y que posteriormente se ven despo-

jados de su condición para poder cumplir con la regla de la cuota electoral de género tal 

como es interpretada en la sentencia SUP-JDC-12624/2011 del TEPJF y fiscalizada en su 

aplicación práctica por el IFE. Evidentemente, el Tribunal confirmará con contundencia  

su doctrina rechazando los recursos.
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dimientos de selección de candidatos (el párrafo 2 del artículo 219 

del Cofipe), limitaría indebidamente el derecho de sufragio pasivo 

(el derecho a ser votado) y, por último, crearía un desequilibrio en-

tre hombres y mujeres produciendo desigualdad y discriminación 

de género. Así pues, el Tribunal se enfrenta a una potente impug-

nación directa de la regla de la cuota de género y de su propia doc-

trina sobre ella. 

El TEPJF considera infundado el alegato de la posible violación 

del principio democrático mexicano y sostiene que la cuota de gé-

nero es “una acción afirmativa” cuyo objetivo “implícito” (puesto 

que formalmente se refiere a ambos sexos sin diferencia alguna) 

es fomentar la participación política de las mujeres (en los ámbitos 

electoral y de representación parlamentaria) tanto para reflejar “en 

la mayor medida posible el porcentaje efectivo de población de 

mujeres y hombres que existen en la sociedad mexicana” como pa-

ra que “las decisiones que se adopten incluyan los deseos, aspira-

ciones y anhelos y el sentir de ambos géneros” (SUP-JDC-611/2012). 

Esta afirmación es interesante porque aporta una definición de la 

naturaleza jurídica de la cuota y un intento de justificación material 

(más allá de la formal: estar recogida en la ley electoral). El Tribunal 

no profundiza en la justificación, pero sí respecto de la naturaleza 

de la cuota electoral, a la que define (además de como acción afir-

mativa) como discriminación positiva, porque 

toma en consideración aspectos como el sexo… que comúnmente 

son criterios prohibidos para hacer las distinciones (de trato) y el be-

neficio que se concede a ciertas personas tiene como forzosa con-

trapartida un menoscabo para otras 

y también la define como discriminación inversa, porque 

si bien, formalmente, busca la equidad de los géneros, material-

mente establece medidas dirigidas a favorecer a uno de los géne-

ros que se encuentra subrepresentado en los órganos de represen-

tación política con el fin de eliminar o reducir las desigualdades 

de tipo político que les afecta, con el propósito último de acatar la  
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equidad de género como base fundamental del sistema democrático  

(SUP-REC-74/2012). 

Un elemento a tener en cuenta de la caracterización teórica 

que efectúa el Tribunal es la finalidad que reconoce a la cuota elec-

toral de 

garantizar un mínimo de participación político-electoral de indivi-

duos que por razón de género se encuentran desfavorecidos social 

y culturalmente para acceder a las candidaturas de los partidos po-

líticos y, en consecuencia, a los órganos de representación popular 

(SX-JDC-254/2013). 

Es decir, a juicio del TEPJF, la cuota electoral 

revela un carácter compensatorio, corrector, reparador y defen-

sor en beneficio de un sector de la población que históricamente 

en el plano político se ubica en condiciones de inferioridad (SDF-

JDC-782/2012). 

Todo este marco teórico de las cuotas será analizado más ade-

lante, pero no me resisto a adelantar que se trata, en mi opinión, 

de una categorización poco cuidada desde el punto de vista dog-

mático; hay una superposición de ideas, tomadas de aquí y de allá, 

no siempre armónicas; el razonamiento judicial procede en este 

punto por acumulación o amontonamiento de argumentos; sobra  

texto y falta algo de reflexión, manca finezza. 

En cualquier caso, esta comprensión de la cuota electoral le 

permite al Tribunal desestimar la tesis de su contradicción con 

el principio democrático y de igualdad. Evidentemente, su obje-

tivo es justo el contrario. En este sentido, las sentencias traen a  

colación diversas normas internas —la Ley General para la Igualdad 

entre Mujeres y Hombres, del 2 de agosto de 2006 (LGIMH 2012), por 

ejemplo— e internacionales —destacadamente, la Convención de 

Naciones Unidas para la Eliminación de Todas las Formas de Discri-

minación contra las Mujeres, pero también la Convención de San 
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José (OEA 1969) o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-

ticos (ONU 1976)—, aunque llama la atención el escaso apoyo que 

se busca en el derecho de igualdad entre mujeres y hombres reco-

nocido expresamente en el texto constitucional mexicano (si bien  

se cita, un tanto superficialmente, una sentencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación que resuelve la acción de constitu-

cionalidad 2/2002, que declaró conforme a la Constitución la regu-

lación de la cuota electoral).

Las sentencias concluyen, pues, que 

las acciones afirmativas son constitucionalmente admisibles por 

nuestro ordenamiento jurídico, por lo cual es posible apelar a los 

géneros para aminorar el efecto nocivo de las prácticas sociales que 

han ubicado a uno de los géneros en posiciones desfavorables. 

El artículo 219 del Cofipe “hace alcanzar la igualdad sustancial 

y no sólo la igualdad formal” establecida en los artículos 1 y 4 de la 

Constitución federal. Y, por ello, 

la citada disposición no vulnera el principio de no discriminación, si-

no que, por el contrario, pretende eliminar la discriminación que pu-

diera estar presente en el ámbito político en razón al género. 

Más aún, el Tribunal llega a afirmar, un tanto exageradamente 

porque no en todos los estados democráticos hay regulación de 

cuotas, que 

no es posible considerar que se está en presencia de elecciones de-

mocráticas si no se respeta la cuota de género, pues ésta se traduce 

en una afectación de los principios de equidad e igualdad de opor-

tunidades en materia político-electoral (Rey 2012, 12). 

Ahora bien, alcanzada esta conclusión, el Tribunal no se detie-

ne en ella. Ha observado que la cuota electoral de género cumple 

una finalidad constitucional: la igualdad entre mujeres y hombres, 

en este caso en el ámbito de la participación política, pero esto 
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no le parece suficiente para confirmar su validez. Sin explicar muy 

bien por qué, y sin señalarlo expresamente, la sentencia pasa a rea-

lizar un juicio de proporcionalidad aplicado a la cuota electoral. Un 

juicio así sólo tiene sentido para evaluar si algún límite de un de-

recho fundamental es válido o no; para ello se examina si persigue  

una finalidad constitucionalmente establecida, si es idóneo, si es 

necesario o indispensable y si es proporcional en sentido estric-

to (que las ventajas del límite superen a los inconvenientes). En 

otras palabras, después de sostener que la cuota electoral es una 

manifestación de un derecho constitucional —la igualdad entre 

mujeres y hombres—, el Tribunal pasa a considerar, sin decirlo ex-

presamente, que, más bien, la cuota es un límite de derechos fun-

damentales, sin precisar tampoco de cuál o cuáles. En este punto, 

la argumentación del Tribunal se fractura inevitablemente. 

Por supuesto, el análisis del TEPJF hace superar el normalmente 

astringente juicio de proporcionalidad: la cuota tiene una finalidad 

constitucional (la igualdad sustancial constitucional en relación 

con el género), es idónea porque “fomenta la participación equita-

tiva en los procesos electorales”, es indispensable porque 

en las actuales circunstancias, no se conoce otra medida que, ajus-

tándose a las exigencias democráticas de equidad de género en el 

ámbito político electoral, resulte más eficaz que el reconocimien-

to de las cuotas

y es proporcionada en sentido estricto, ya que “no sacrifica dere-

chos y principios que tengan un mayor peso que los que preten-

de satisfacer con su implementación”. En las sentencias se vuelve a 

repetir el examen de proporcionalidad en otro momento de la ar-

gumentación, para alcanzar el mismo resultado, claro. Es verdad 

que la segunda vez en la que se trae el juicio de proporcionalidad 

no se hace en relación con las cuotas en general, sino con el acto 

de la directiva del partido que, aplicando la doctrina del TEPJF, rec-

tifica decisiones ya tomadas sobre candidatos para poder cumplir 

el porcentaje exigido por la cuota, pero la redundancia es palma-

ria. Eso sí, en la repetición el Tribunal sí menciona, sin profundizar  

Fe r n a n d o  R e y  M a r t í n e z

34



mucho en esta idea, que el principio democrático de equidad de gé-

nero, del que es expresión la cuota electoral, estaría en contradicción 

con “el derecho de los ciudadanos o de los militantes a acceder a una 

candidatura”. He aquí identificado, pues, el derecho fundamental pa-

ra el cual la cuota electoral sería un límite y de ahí la necesidad de su-

perar el juicio de proporcionalidad (Rey 2012, 13-4). 

Segundo. Otro elemento de impugnación remite al problema, 

que ya se ha expuesto antes, de que los candidatos recurrentes 

habían resultado electos mediante un proceso de elección demo-

crático en el seno del propio partido, aplicando el párrafo 2 del 

artículo 219 del Cofipe. El Tribunal se atiene a su doctrina de la sen-

tencia SUP-JDC-12624/2011 para declarar infundada esta objeción. 

Los partidos políticos tienen que establecer mecanismos que ase-

guren, como mínimo, 40% tanto de mujeres como de hombres en 

las listas electorales, también en el sistema mayoritario y no sólo 

en el proporcional; en consecuencia, los partidos tienen que recti-

ficar sus listas de candidaturas para acomodarse a esta interpreta-

ción del marco legal. 

Los recurrentes alegaban derechos adquiridos, en virtud del 

principio de irretroactividad de la ley respecto de la restricción de 

derechos, pero el Tribunal también considera infundado este ar-

gumento. Y lo hace sosteniendo, muy atinadamente, a mi juicio,  

que, en puridad, los recurrentes no tenían un auténtico derecho 

subjetivo a estar en las listas electorales, sino tan sólo una expecta-

tiva, que puede ceder por causas debidamente justificadas, como 

es, precisamente, cumplir la normativa sobre cuotas electorales de 

género. Ésta me parece una idea central, con la que estoy plena-

mente de acuerdo. Ahora bien, si los impugnantes no tienen un 

auténtico derecho fundamental, sino tan sólo una expectativa, en-

tonces es necesario concluir que la cuota electoral que les impide 

presentarse en las listas no lesiona, en realidad, derecho alguno. Y, 

por tanto, no haría falta aplicar en este caso el principio de propor-

cionalidad. En otras palabras, el Tribunal no relaciona adecuada-

mente estos dos argumentos de la misma sentencia; si lo hubiera 

hecho, todo su razonamiento sobre la validez de la cuota debería 

haber sido sensiblemente diferente.
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Tercero. Por último, el Tribunal examina, aunque someramente, 

la objeción de que la normativa de cuotas, tal y como es interpre-

tada por el Tribunal, vulnera el principio de libre autorganización  

de los partidos. Se considera infundado este agravio porque 

el derecho de auto-organización de los partidos no les autoriza a 

incumplir con la normatividad electoral vigente, entre las que se 

cuentan las normas relativas a la igualdad de oportunidades en el 

acceso a cargos públicos y la equidad de género, así como las cuo-

tas correspondientes (SG-JDC-2758/2012). 

La representación política en las democracias contemporáneas, 

más allá de la teórica reducción de la complejidad social al abstrac-

to y neutro concepto de ciudadano, pretende, en el plano de los 

hechos, reflejar simultáneamente diferentes situaciones o sensibi-

lidades políticamente significativas: la edad, por ejemplo (y no de-

ja de resultar curioso advertir cómo las cuotas electorales juveniles 

no presentan el mismo grado de conflictividad que las cuotas de 

género), o la pertenencia a una minoría étnica, o a una “familia” 

u otra del partido, o al medio rural o urbano, etcétera. En la terri-

blemente competitiva lucha por el escaño se privilegian unos as-

pectos u otros; concurren, de hecho, diversas cuotas o fracciones 

del cuerpo electoral. No extraña, por ello, que el legislador electo-

ral, incluso a veces el mismo Constituyente, introduzca requisitos o 

condiciones de elegibilidad (nacionalidad, edad, género, criterios 

territoriales y otros), sin que de ello se derive necesariamente una 

restricción del principio democrático, sino todo lo contrario, en la 

medida en que el objetivo es, justamente, que la representación 

política refleje de manera más fidedigna, con mayor calidad, como 

un espejo, la enorme y creciente complejidad social. De manera 

que las cuotas electorales de género, como otras que quizá pu-

dieran establecerse en función de las necesidades o aspiraciones  

de una sociedad concreta (siempre, eso sí, de modo justificado) 

son una expresión del principio democrático y no su excepción. 

A partir de esta comprensión, la libertad de autorganización de 

los partidos no puede ser ilimitada. Tienen, en principio, libertad 
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para presentar los candidatos electorales más acordes con su idea-

rio y objetivos, pero, del mismo modo que tampoco pueden pro-

poner medidas contrarias al orden constitucional (que inciten al 

odio, al racismo, a la xenofobia, por ejemplo), su facultad de pro-

puesta de candidatos debe someterse a ese mismo orden, que en 

diversos preceptos reconoce y garantiza, con énfasis, la igualdad 

entre mujeres y hombres, también en el terreno de la toma de de-

cisiones políticas. 

 

UN NUEVO ENFOQUE DE LAS CUOTAS 
ELECTORALES DE GÉNERO: NO SON UNA MEDIDA 

DE ACCIÓN AFIRMATIVA, SINO UN REMEDIO 
O GARANTÍA CONTRA UNA DISCRIMINACIÓN 

INDIRECTA DE TIPO INSTITUCIONAL 

Las reflexiones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la  

Federación sobre la regulación legal de la cuota de género invitan 

a llevar a cabo una revisión crítica que desemboque en una nue-

va propuesta de interpretación de su naturaleza jurídica. Examina-

ré, en primer lugar, las incoherencias del modelo de interpretación 

que emplea el Tribunal sobre las cuotas (que, por otro lado, es el 

modelo doctrinal y judicial más común, dentro y fuera de México, 

para enfocar la cuestión) y, a continuación, propondré otro mar-

co de análisis. 

LOS PROBLEMAS DERIVADOS DE COMPRENDER  

LAS CUOTAS ELECTORALES DE GÉNERO COMO  

MEDIDAS DE ACCIÓN AFIRMATIVA 

La jurisprudencia analizada del Tribunal ha mantenido algunas du-

das y contradicciones sobre la finalidad de las cuotas en beneficio 

o no de las mujeres. En efecto, una de las primeras afirmaciones de 

la sentencia SUP-JDC-12624/2011 es que 
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la cuota de género no tiene como finalidad proteger primordial-

mente a un género sobre otro… protege la igualdad de oportuni-

dades y la equidad de género en la vida política del país sin favore-

cer a un género u otro en particular; es decir, lo que procura es un 

equilibrio razonable entre ellos (SUP-JDC-12624/2011).

Esta tesis se reitera en varios pasajes de la sentencia. Pero en 

esa misma decisión, más adelante, se aboga por una “interpreta-

ción con perspectiva de género” que otorgue la protección más 

amplia posible a la “igualdad real en lo político electoral entre 

hombres y mujeres”. Es decir, se matiza en la propia sentencia la 

primera visión, que podríamos llamar asexuada, de la cuota elec-

toral de género, ya que la simple alusión a la igualdad real evoca la 

situación fáctica de desigualdad de las mujeres en este campo en 

comparación con los hombres. Posiblemente intentando mitigar el 

carácter de trato diferencial favorable de las cuotas electorales, la 

sentencia SUP-JDC-12624/2011 intentaba evitar los problemas de-

rivados de su justificación. Pero es difícil, si no imposible, compren-

der una regulación como una cuota electoral de género sin tener 

en cuenta la perspectiva de género. Por ello no sorprende que las 

sentencias SUP-RAP-81/2012 y concordantes abandonen este en-

foque sex blind del problema y abiertamente reconozcan su carác-

ter de trato diferente y favorable para las mujeres (calificando a la 

cuota como acción afirmativa, discriminación positiva e inversa). 

Aunque las dudas sobre este aspecto no se disipan del todo, por-

que en la misma sentencia SUP-RAP-81/2012 se sigue constatando 

que “el establecimiento de las cuotas de género no sacrifica dere-

chos y principios que tengan un mayor peso que los que preten-

de satisfacer su implementación” ya que “su efecto es bidireccional 

en cuanto el cuarenta por ciento se refiere a uno y otro sexo”; pero 

a continuación se añade el matiz de que no cabe desconocer “que 

esta medida tiene por objeto privilegiar el acceso a la candidaturas 

del género que se encuentre en desventaja” (SUP-RAP-81/2012). 

¿Cómo se puede, pues, resolver la dificultad que entraña cali-

ficar una medida que se establece de modo idéntico para ambos 

sexos (la cuota mínima de 40% se refiere a hombres y mujeres por 

Fe r n a n d o  R e y  M a r t í n e z

38



igual; en el futuro, quizá, podría impedir que hubiera un porcen-

taje pequeño de hombres en la vida política), pero que, al mismo 

tiempo, pretende garantizar del modo más eficaz posible la parti-

cipación política de las mujeres (es evidente que el legislador no 

trata con ella de asegurar la presencia de los varones en las institu-

ciones políticas)? 

El Tribunal, como se ha expuesto, denomina a la cuota electoral 

(además de regla bidireccional atinente al equilibrio de representa-

ción entre los dos sexos) acción afirmativa, discriminación positiva 

y discriminación inversa. Estas categorías son especialmente discu-

tidas en sede doctrinal. Así como parece existir un acuerdo amplio  

entre los especialistas sobre el concepto de igualdad de trato, que 

comprende la prohibición de las discriminaciones directas o de 

trato y las indirectas o de impacto, las dudas se disparan en tor-

no al concepto de igualdad de oportunidades en el que cabría  

incluir todos los conceptos antes señalados. Hay dudas, por ejem-

plo, sobre si la idea de acción afirmativa es equivalente a la de dis-

criminación positiva; tampoco hay estudios concluyentes sobre las 

coincidencias o diferencias entre las discriminaciones positivas y 

las inversas. No falta quienes discuten la propia terminología. A los 

simples efectos de comentar las sentencias, propondré la siguiente 

interpretación, que he expuesto en otros lugares con mayor dete-

nimiento: el concepto de acción afirmativa equivaldría al de igual-

dad de oportunidades, que, a su vez, comprendería dos categorías, 

la de discriminación positiva (que considero equivalente a la de 

discriminación inversa), pero también (y esta noción no es consi-

derada por el Tribunal Electoral) la de acción positiva. Una acción 

positiva es un trato diferente y favorable a los miembros de un co-

lectivo que de hecho sufran algún tipo de desventaja política, so-

cial o económica. Los estados democráticos contemporáneos no 

cuestionan la validez jurídica de las acciones positivas porque este 

tipo de tratos jurídicos diferentes y favorables hacia los grupos en 

desventaja encajan en la idea, normalmente de rango constitucio-

nal, de igualdad material, real o de oportunidades. Las acciones po-

sitivas son la medida misma de lo que se denomina Estado social. 

Una beca de estudios para un estudiante de una familia de escasos 
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recursos es una acción positiva, por ejemplo, o una reducción en el 

precio del transporte público para un anciano, etcétera. 

Ahora bien, las discriminaciones positivas son un concepto di-

ferente de las acciones positivas porque implican un trato diferen-

te y favorable hacia los grupos sociales en desventaja (hasta aquí 

coinciden con las acciones positivas), pero que, al mismo tiem-

po, en un contexto de especial escasez de los bienes sociales a 

repartir (puestos de trabajo, plazas de universidad, etcétera), pro-

vocan un daño concreto a una o varias personas del grupo social  

mayoritario. 

Admitido esto, ¿cómo se podría calificar a las cuotas electora-

les de género? Ya se ha visto que el Tribunal las identifica como 

medidas de discriminación positiva o inversa. Pero, ¿es esto así? 

Por supuesto, puede sostenerse razonablemente esa tesis. La cuo-

ta electoral pretende asegurar la participación político-electoral de 

las mujeres, pero, al mismo tiempo, ha producido un daño con-

creto en todos los recurrentes que, a pesar de haber sido elegidos 

democráticamente en el seno de sus propios partidos, han visto 

cómo sus candidaturas declinaban por aplicación de la cuota elec-

toral de género. A partir de ahí, el Tribunal considera que este da-

ño, esta limitación de derechos, se halla, sin embargo, plenamente 

justificada por perseguir una finalidad constitucional, ser adecua-

da, indispensable y proporcionada. Se supera el juicio de propor-

cionalidad. Asunto resuelto. 

Ya se ha visto, empero, que este modo de razonar no está exen-

to de problemas. Uno muy importante es que, correctamente, 

creo, el Tribunal no considera que se haya lesionado derecho al-

guno a los recurrentes porque no hay un derecho subjetivo (y me-

nos fundamental) a estar en las listas, sino tan sólo una expectativa 

de derecho. Si esto es así, como se ha indicado, la aplicación del 

juicio de proporcionalidad a la cuota carece de sustento. Por tan-

to, la propia calificación de la cuota como una medida de discrimi-

nación positiva o inversa pierde sentido, porque ya no hay daño, 

o, para ser más precisos, ya no hay daño a un derecho que sea  

jurídicamente insoportable. Más aún. Si se observa bien, puede 

constatarse que, en cualquier caso, el daño proviene, en realidad, 
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de la interpretación que el Tribunal lleva a cabo del artículo 219 del  

Cofipe, no de la existencia de la cuota en sí. El problema no es 

que haya que presentar 40% de candidatos de cada sexo como 

mínimo, sino que haya que hacerlo incluso cuando los candidatos 

han sido elegidos de modo democrático en el propio partido pa-

ra competir por el sistema de mayoría relativa; esto es, el problema 

proviene del límite no previsto por el párrafo 2 del artículo 219 del 

Cofipe que el Tribunal Electoral introduce (cuando el proceso elec-

toral ya se había iniciado; además, cambiando las reglas del juego 

cuando el partido ya se estaba jugando). 

La cuota electoral de género mexicana es una medida formal-

mente neutra en cuanto al sexo, pero, desde un punto de vista te-

leológico y material, es evidente que persigue la igualdad política 

real de las mexicanas. Ahora bien, descartado que sea una discri-

minación positiva, ¿se trata de una acción positiva? Para calificarla 

así, se erige como un obstáculo esencial el hecho de que no con-

siste en un trato jurídico diferente y más favorable para las mujeres 

en comparación con los hombres. Entonces, si no es una discrimi-

nación positiva ni una acción positiva, ¿qué es? 

LAS CUOTAS COMO GARANTÍA CONTRA  

UNA DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O DE IMPACTO 

Para responder a la pregunta sobre la naturaleza jurídica de las 

cuotas, que es verdaderamente central, se tienen que enfocar  

las razones que justifican su existencia. Las mujeres son la mayoría 

de la población mexicana y no hay obstáculo formal, es decir, tra-

to jurídico diferente y peyorativo, que les impida convertirse en re-

presentantes en idénticas condiciones que los varones. Por este 

motivo, tampoco me resulta convincente la conexión que trazan 

las sentencias SUP-JDC-475/2012 y concordantes entre las cuotas 

electorales y “los grupos desfavorecidos social y culturalmente” o 

que se hallan en “condiciones de inferioridad”. El problema de las 

cuotas no remite a un problema de una minoría (las mujeres son 

la mayoría), ni de una minoría (en realidad, mayoría) en desven-

taja (no todas las mujeres están en esa situación). No se trata de 
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un problema de igualdad de oportunidades sociales o económi-

cas; no es un problema del Estado social. Es, más bien, un proble-

ma del Estado democrático porque a lo que intenta dar respuesta 

la cuota electoral es al déficit de ciudadanía (un déficit democráti-

co, por tanto) que sufren las mujeres a causa de la presencia de es-

tereotipos, honda e históricamente arraigados en la sociedad, que 

las confinan a los ámbitos privados de la existencia y al cuidado de  

los suyos y las expulsan de los escenarios públicos, entre ellos,  

de modo destacado, el de la participación política (aunque habría 

que decir de la participación política formalizada y de mayor pres-

tigio, porque las mujeres mexicanas son las que más participan en 

otros espacios de convivencia públicos y sociales: el barrio, la es-

cuela, etcétera; espacios que podrían considerarse una extensión 

del hogar). 

¿Cómo se llaman en derecho antidiscriminatorio estas situacio-

nes en las que no hay diferencias de trato formales y expresas en-

tre mujeres y hombres, pero que, de hecho, por la diversa situación 

fáctica en que se encuentran mujeres y hombres (por la vigencia 

de los estereotipos sociales) se producen resistencias severas, un 

suelo pegajoso para avanzar en la igualdad real entre ellos (y es evi-

dente que no habrá igualdad real mientras no haya un número de 

representantes que refleje aproximadamente el porcentaje de mu-

jeres y de hombres que hay en la sociedad)? A esto lo se denomina 

discriminaciones indirectas o de impacto, que es una clase de la lla-

mada discriminación por indiferenciación, que personalmente pre-

fiero llamar discriminación por igualación. En general, el derecho 

de igualdad se lesiona cuando se trata jurídicamente de modo di-

ferente a dos situaciones semejantes de hecho. Pero, ¿qué ocurre 

cuando se trata jurídicamente de modo idéntico a dos situaciones 

fácticamente diferentes? A esto responde la noción de discrimina-

ción por indiferenciación o por igualación. En ocasiones, también 

se produce discriminación si se trata jurídicamente de modo idén-

tico a dos situaciones que son de hecho diferentes. Vista desde es-

ta perspectiva, la cuota electoral de género podría considerarse un 

remedio o medida o garantía para evitar o corregir una discrimina-

ción indirecta: la ciudadanía debilitada de las mujeres. En ese caso, 
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se trataría de una medida de igualdad de trato (o prohibición de 

discriminación) más que de igualdad de oportunidades, aunque 

políticamente (no tanto jurídicamente) pueda tener ese sentido. 

Todas estas afirmaciones requieren una explicación adicional. 

Más allá de las lecturas que en este punto me parecen imprescin-

dibles en la literatura española,19 propondré la mía. En el derecho 

antidiscriminatorio europeo, que se inspira en el estadounidense, 

se viene trazando una, por así decir, gramática conceptual precisa, 

que, pese a todo, sigue siendo bastante desconocida entre la co-

munidad de juristas. Por supuesto, no todo son certezas. Aunque 

el derecho de la Unión ofrece bastante claridad sobre las catego-

rías centrales del derecho antidiscriminatorio, subsisten, empero, 

no pocas zonas de penumbra. En particular, el concepto de accio-

nes positivas no resulta del todo claro y menos consenso doctrinal 

y judicial recae sobre el concepto de discriminaciones positivas o 

inversas, que ni siquiera es definido en norma alguna, aunque exis-

ten diversas sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

sobre él. Como cabe suponer, las dudas conceptuales impiden que 

exista acuerdo sobre la terminología. 

A partir de las disposiciones europeas, el esquema de interpre-

tación que propongo es el siguiente. El derecho fundamental a no 

sufrir discriminación por razón de género (y raza-etnia, edad, disca-

pacidad, religión-convicciones, orientación-identidad sexual, etcé-

tera) comprendería la igualdad de trato (con dos reglas a su vez, la 

prohibición de discriminaciones directas y la prohibición de discri-

minaciones indirectas) y la igualdad de oportunidades o mandato 

o principio de acciones positivas. 

Que el derecho fundamental a no sufrir discriminación tiene por 

contenido la igualdad de trato y la de oportunidades es un hecho  

pacífico —es decir, generalmente admitido— en la literatura. Las 

novedades en el derecho europeo se producen en este punto por 

la ampliación del concepto de la igualdad de trato. Una clasifica-

ción completa y actualizada de éste debería tener en cuenta, como 

mínimo, los siguientes elementos: la igualdad de trato conlleva, en 

19 Entre otras, las de Barrère (1997), Elósegui (2003), Giménez (2004), Martín (2004), Martí-

nez (2007), Ruiz (2007), Salazar (2000) y, últimamente, Álvarez (2012). 
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primer lugar, la prohibición de las discriminaciones directas, las in-

directas, el acoso y las instrucciones para discriminar. En puridad, el 

acoso y las instrucciones para discriminar son dos manifestaciones 

concretas de las discriminaciones directas.

Una discriminación directa se produce cuando una persona es 

tratada de modo menos favorable que otra en una situación aná-

loga a causa de su género. Según el artículo 2.3 de la Directiva de 

igualdad racial (Consejo UE 2000), el acoso debe ser juzgado dis-

criminación cuando una conducta no deseada en relación con el 

origen étnico-racial se produce con el propósito o el resultado de 

violar la dignidad de una persona creando un ambiente intimidan-

te, hostil, degradante, humillante u ofensivo.20 Las instrucciones 

para discriminar también deben ser consideradas como conduc-

tas discriminatorias.21 

Una discriminación indirecta se produce, según el artículo 2.2.b 

de la Directiva de igualdad racial (Consejo UE 2000), cuando una 

disposición, criterio o práctica aparentemente neutral produce 

una específica desventaja a las personas según su origen étnico-

racial en comparación con otras, salvo que tal disposición, criterio 

o práctica pueda justificarse por una finalidad legítima, y los me-

dios para conseguirla sean apropiados y necesarios. A las discrimi-

naciones indirectas también se les denomina de impacto (frente a 

las discriminaciones directas que lo serían de trato) porque, en de-

finitiva, suponen una comparación del distinto impacto que una 

diferencia jurídica de trato (en principio neutral, es decir, no por  

los rasgos sospechosos especialmente protegidos) produce sobre los  

miembros de la minoría respecto de los de la mayoría. A este fin, 

20 Algunas legislaciones europeas han precisado el sentido de este concepto, como, por 

ejemplo, la eslovaca, definiéndolo como el trato que una persona pueda percibir razo-

nablemente como acoso. Esta definición pone el acento en la percepción de la víctima, 

pero los tribunales u otras legislaciones podrían tener en cuenta algún tipo de estándar 

objetivo. Un aspecto interesante es que alguna legislación, como la alemana, por ejem-

plo, no sólo prohíbe el acoso de los superiores en la empresa, sino que establece el deber 

para los empleadores de proteger a sus empleados de la discriminación producida por 

sus iguales o por terceros.
21 Un ejemplo lo proporciona una sentencia de la Cour de Cassation francesa de 7 de junio 

de 2005, que estimó como discriminación prohibida la orden dada por un propietario de 

una vivienda a su gestor inmobiliario para que no arrendara la vivienda a personas con 

apellidos de “origen extranjero”.
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para valorar el impacto desigual, es preciso utilizar datos estadísti-

cos. Más adelante volveré sobre este concepto. 

Una medida dirigida a impedir las discriminaciones indirectas 

en ciertos supuestos es el “deber de acomodación razonable” que, 

según el artículo 5 de la Directiva de igualdad laboral (Consejo UE 

2006), consiste en adoptar aquellas medidas apropiadas para po-

sibilitar a una persona con discapacidad tener acceso o participar 

en el progreso en el empleo o en la formación, a menos que tales 

medidas impusieran una carga desproporcionada al empleador.22 

A las formas de discriminación mencionadas hay que añadir las 

discriminaciones supuestas, presuntas o erróneas23 (las que se ba-

san en una presunción acerca de otra persona que no es fáctica-

mente correcta, por ejemplo, discriminar a una persona por pensar 

que es lesbiana sin que lo sea), las ocultas24 y las discriminaciones 

por asociación, esto es, las que pueden sufrir algunas personas por 

su relación con otras de especiales características. La sentencia del 

caso Coleman (asunto C-303/06), resuelta por el Tribunal de Justi-

cia de la Unión el 17 de julio de 2008, ha considerado, por ejemplo, 

que la discriminación por discapacidad protege también a aque-

llas personas que, sin estar ellas mismas discapacitadas, sufran  

22 Tratar de modo idéntico a discapacitados y no discapacitados (es decir, no atender a 

este deber a favor de las personas con discapacidad) sería una conducta que impactaría 

negativamente sobre estas últimas. Como resulta evidente, el problema mayor de esta 

cláusula es su indeterminación, puesto que se establece bajo la reserva de no constituir 

una carga desproporcionada para el empleador. El párrafo 21 de la exposición de moti-

vos de la Directiva de igualdad laboral (Consejo UE 2006), proporciona algunos criterios 

para acotar la ambigüedad inicial de la cláusula, como el coste económico del deber, 

los recursos financieros de la empresa u organización de que se trate y la posibilidad de 

obtener fondos públicos o de otro tipo con esta finalidad. El deber de acomodación razo-

nable juega en relación con la discapacidad, pero también podría hacerlo respecto de las 

convicciones-religiones. 
23 Creo que podría traducirse de esas tres maneras la palabra inglesa assumed. Habría que 

elegir una. Yo descartaría la palabra presunta porque la discriminación, aunque esté fun-

dada en un error, se lleva a cabo y por tanto no es presunta sino, por desgracia, muy real. 

Por la misma razón, miro con reserva la palabra supuesta. Prefiero la expresión discrimina-
ción errónea. 

24 Que el Tribunal Constitucional español confunde una y otra vez, sin ningún motivo, con 

las indirectas: un ejemplo, la negativa a alquilar una vivienda a un gitano que se intenta 

justificar en que ya ha sido previamente alquilada —sin ser verdad— es una discrimina-

ción oculta, pero directa, no indirecta.
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discriminación directa o acoso en el empleo por estar vinculadas a 

una persona discapacitada.25

Otra forma de discriminación que puede ser directa o indirec-

ta pero que, en todo caso, supone una violación de la igualdad 

de trato es la de discriminación interseccional o múltiple. El con-

cepto de discriminación múltiple dista de ser claro, pero parece 

evocar todas aquellas situaciones en las que dos o más factores 

o rasgos discriminatorios interactúan simultáneamente produ-

ciendo una forma específica de discriminación. Un ejemplo puede 

ser el de las mujeres de minorías étnicas, doblemente discrimina-

das por su género y su etnia, de una manera específica, diferente 

y más grave que la que sufren los varones de su mismo grupo ét-

nico. En realidad, a mi juicio, para que el concepto de discrimina-

ción múltiple sea operativo como objetivo de políticas públicas y  

como criterio de interpretación jurídica, es imprescindible acotar-

lo con precisión.26 Un concepto demasiado extenso pierde inten-

sidad inevitablemente.27 

25 En ese supuesto, el Tribunal de Luxemburgo estimó que hubo discriminación laboral en 

el caso del despido de una madre que cuidaba a su hijo discapacitado. 
26 En este sentido, creo que habría que descartar, en primer lugar, la discriminación múlti-

ple para describir las situaciones en las que una persona es discriminada sucesiva y no si-

multáneamente, en diversas relaciones sociales, por diversos rasgos sospechosos (géne-

ro, etnia, discapacidad, etcétera). Admitido que se trata de una discriminación en la que 

concurren diversos rasgos al mismo tiempo, tampoco, creo, tendría excesivo interés com-

prender en su contenido cualquier manifestación de este tipo, entre otras razones porque  

la lista de posibles combinaciones sería demasiado larga (por ejemplo, mujeres de mi-

norías étnicas, mujeres discapacitadas, mujeres homosexuales y transexuales, mujeres 

mayores, mujeres dentro de confesiones religiosas, discapacitados de minorías étnicas, 

mayores discapacitados, jóvenes homosexuales, etcétera), sobre todo si se toman en 

consideración no sólo dos rasgos, sino tres o más. Si todo es discriminación múltiple, 

nada lo es, en realidad.
27 Aunque esta cuestión apenas ha sido estudiada (entre otras cosas porque el concepto es 

todavía más doctrinal y político que normativo y judicial), y, por tanto, todavía tampoco 

hay acuerdo en la literatura sobre el sentido y alcance de la discriminación múltiple, a 

mi juicio, la utilidad del concepto pasaría por su utilización sólo en los supuestos en los 

que concurren dos o más rasgos sospechosos configurando una discriminación espe-

cífica que no sufren ni los miembros del grupo mayoritario, ni (y esto sería realmente lo 

peculiar del concepto) los miembros de la mayoría “privilegiada” del grupo minoritario. 

En otras palabras, la discriminación múltiple sólo debería utilizarse para identificar los 

casos en los que exista “una minoría (invisible y peor tratada) dentro de la minoría” (Rey 

y Giménez 2010, 37). No es casual, en este sentido, que el concepto haya sido acuñado 

en la literatura feminista afroamericana de los Estados Unidos en relación precisamente  

con las mujeres de las minorías étnicas que sufrirían una discriminación común a la de 

los varones de la minoría, pero también una discriminación por parte de éstos. Esta 

visión más estricta del concepto de discriminación múltiple provocaría una lista más 
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Todo ello por lo que se refiere a la igualdad de trato. Mayores 

problemas conceptuales ofrece la igualdad de oportunidades; esto 

es, el mandato a los poderes públicos de que promuevan acciones 

positivas o tratos jurídicos diferentes y favorables a las minorías en 

situación de desventaja fáctica. En este punto, como ha puesto re-

cientemente de relieve el informe de la Comisión de la Unión Euro-

pea titulado International perspectives: on positive action measures (de 

junio de 2009), “a pesar del reconocimiento legislativo de la noción  

de acción positiva, se han hecho limitados progresos para definir 

los parámetros del concepto y su aplicación”. Definitivamente, creo 

que habría que poner bajo sospecha la inconsistente y recelosa 

definición de acción positiva que procede del derecho de la Unión, 

como una excepción de la igualdad de trato (entendiendo, erró-

neamente, que igualdad de trato significa identidad de trato). El 

artículo 5 de la Directiva de igualdad racial señala que para asegu-

rar la igualdad real, el principio de igualdad de trato no impedirá 

a los estados adoptar medidas específicas (a las que denomina en 

el encabezamiento de ese artículo “acciones positivas”) para pre-

venir o compensar las desventajas fácticas que padezcan las mi-

norías (Consejo UE 2000). Por supuesto que la igualdad no podrá 

impedir las acciones positivas que precisamente buscan asegurar 

esa igualdad. Al revés. La igualdad de trato reclama, como com-

plemento, esa igualdad de oportunidades. Igualdad de trato y de 

oportunidades son dos caras de una misma moneda y no una re-

gla y su excepción.28 

corta de supuestos, empezando, como se ha dicho, por las mujeres de las minorías 

étnicas (piénsese en las mujeres gitanas y en las mujeres inmigrantes sin recursos en 

España). Otro ejemplo podría ser el de los homosexuales (tanto mujeres como varones) 

de las minorías étnicas. O el de las mujeres mayores en algunas situaciones. O, en el ám-

bito electoral, el problema de la participación política de las mujeres de comunidades 

étnicas minoritarias.
28 Por la misma razón, me resulta absurda la previsión contenida en el artículo 7.2 de la  

Directiva de igualdad laboral (Consejo UE 2006), que establece que respecto de  

las personas con discapacidad el principio de igualdad de trato no constituirá un 

obstáculo al derecho de los estados miembros de mantener o adoptar disposiciones 

relativas a la protección de la salud y la seguridad en el lugar de trabajo, ni para las 

medidas cuya finalidad sea crear o mantener disposiciones o facilidades con objeto 
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Restaría por mencionar un último concepto, el más discutido, 

en atención al temor del cual la definición de acciones positivas es  

tan cautelosa (puesto que no se querría, con ese pretexto, abrir-

le la puerta inadvertidamente); me refiero al concepto de discri-

minaciones positivas o inversas. Ninguna legislación (ni la de la 

Unión Europea) se refiere a ella. Una discriminación positiva es 

(en mi opinión, porque el concepto también se discute) un tra-

to jurídico diferente y favorable hacia los miembros de un grupo 

fácticamente desfavorecido que (a diferencia de las acciones po-

sitivas) simétricamente produce un trato jurídico concreto diferen-

te y peor a uno o varios miembros del grupo mayoritario. Según 

la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo, algunas 

formas de discriminación positiva sí son admisibles y otras no. Por 

ejemplo, una regla de preferencia de las mujeres en la promoción 

dentro del empleo público, siempre que en el nivel de puestos a 

cubrir exista infrarrepresentación femenina (menos de 50%), que 

se respeten los principios de mérito y capacidad y que la regla 

de preferencia no sea absoluta o incondicionada, sino que per-

mita apreciar en el competidor varón ciertos rasgos individuales 

que hagan inclinar la balanza a su favor, es conforme a derecho 

comunitario —sentencia Marschall, de 11 de noviembre de 1998 

(asunto C-409/95)—. Si la regla de preferencia es absoluta, no es 

conforme con el derecho comunitario —sentencia Kalanke, de 17 

de octubre de 1995 (asunto C-450/93)—. 

Desde este marco conceptual, que es muy básico, pero quizá 

útil, cabe entender mejor por qué una cuota electoral de géne-

ro no es una medida de acción positiva ni tampoco de discrimi-

nación positiva o inversa, puesto que no es una medida dirigida 

exclusivamente a las mujeres ni supone tampoco un beneficio 

para ellas en perjuicio del derecho fundamental de ningún va-

rón, sino que es una garantía contra una discriminación indirecta,  

 de proteger o fomentar la inserción de dichas personas en el mundo laboral. ¡Faltaría 

más que este tipo de medidas constituyeran una excepción a la igualdad de trato! En 

caso contrario, la igualdad de trato sería un obstáculo insalvable para la igualdad de 

oportunidades… Se lesionaría la igualdad gravemente ¡en nombre de la igualdad!
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adversa o de impacto. Esto nos lleva, inevitablemente, a profundi-

zar en el concepto de las discriminaciones indirectas, que, en algu-

nos aspectos, también es problemático.29 El Manual de legislación 

europea contra la discriminación, elaborado por la Agencia de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea y el Tribunal Euro-

peo de Derechos Humanos en 2010, señala como elementos de 

la discriminación indirecta: (a) una disposición, criterio o práctica 

aparentemente neutros, (b) que afecta de modo sustancialmen-

te más perjudicial a un grupo definido por un “motivo protegido” 

(género, etcétera), (c) en comparación con otras personas en si-

tuación similar (ADFUE, CE y TEDH 2010, 29). En los ordenamientos 

más avanzados en derecho antidiscriminatorio (el estadouniden-

se y el británico) se suele añadir un cuarto elemento: la ausencia  

de justificación de ese impacto adverso desproporcionado. 

Tanto la normativa de la Unión Europea como el sistema de 

protección de los derechos del Consejo de Europa reconocen, se-

gún se lee en ese texto,

que la discriminación puede existir no sólo cuando se trata de modo  

diferente a personas en situaciones similares, sino también cuan-

do se trata de forma idéntica a personas en situaciones diferentes 

(ADFUE, CE y TEDH 2010, 29).

Por consiguiente, se producirá una discriminación indirecta 

cuando una política, una medida general o una práctica, pese 

a estar formulada de modo neutro respecto del género, tenga 

unos efectos desproporcionadamente perjudiciales en relación 

29 Una anécdota puede revelar estas dificultades. M. Connolly (2011, 157) cuenta cómo 

el concepto de discriminación indirecta es incorporado a la legislación británica (la Sex  
Discrimination Bill de 1975) a partir de su “descubrimiento” por Lord Jenkins tras un viaje 

a Estados Unidos. Pues bien, en la discusión parlamentaria, el portavoz del partido con-

servador, con ironía británica, alegó: “No sabemos lo que eso (la discriminación indirecta) 

significa. En segundo lugar, no pensamos que el Gobierno (proponente de su introduc-

ción) sepa lo que significa. Y, tercero, si supiéramos lo que significa, no creemos que nos 

gustara, pero no podemos estar seguros”. 
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con las mujeres.30 El Tribunal de Justicia de la Unión utiliza fre-

cuentemente esta categoría.31 

El concepto de discriminación indirecta es una creación del 

Tribunal Supremo Federal de los Estados Unidos en la sentencia  

Griggs versus Duke Power Company (U. S. Supreme Court 1971), 

del 8 de marzo de 1971 (ponente: Burger). Se debatía en este caso 

si era conforme con la Constitución y la US Civil Rights Act (1964) la 

práctica empresarial de una compañía de electricidad de Carolina 

del Norte de exigir para la contratación o la promoción haber com-

pletado los estudios secundarios y realizar dos test de inteligencia 

general, lo cual en la práctica perjudicaba a la comunidad negra.32 

El Tribunal observó, unánimemente, que estas medidas no tenían  

30 El manual sugiere dos ejemplos de la jurisprudencia (ADFUE, CE y TEDH 2010, 30), uno 

referido a las mujeres y otro a niños gitanos. En el asunto Schönheit contra Stadt Frankfurt 

am Main, del 23 de octubre de 2003 (asuntos acumulados C-4/02 y C-5/02) el Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea se enfrenta al problema de que las pensiones de los emplea-

dos a tiempo parcial se calculaban utilizando una tarifa diferente a la de los empleados a 

tiempo completo, que no estaba basada en la diferencia del tiempo trabajado, de modo 

que los empleados a tiempo parcial percibían una pensión menor que los empleados a 

tiempo completo, lo que en la práctica significaba una menor remuneración. Aunque esta 

disposición sobre el cálculo de las pensiones se empleaba por igual a mujeres y hombres, 

dado que 88% de los empleados a tiempo parcial eran mujeres, el efecto de la norma per-

judicaba desproporcionadamente a las mujeres respecto de los hombres. 

 En el caso D.H. y otros contra la República Checa, de 13 de noviembre de 2007 (Rey s/f ), 

el Tribunal Europeo de Derechos Humanos también apreció que existía discriminación 

indirecta. En este país se utilizaba una serie de pruebas psicológicas para determinar la 

inteligencia e idoneidad de los alumnos con el fin de decidir si debían ser apartados de 

la educación general y adscritos a escuelas especiales diseñadas para niños con necesi-

dades educativas especiales. Aunque se aplicaba esa prueba a todos los niños por igual, 

resultaba que entre 80 y 90% de los niños gitanos terminaban en esas escuelas especia-

les, fuera del sistema educativo general. 
31 Recientemente, por ejemplo, en la sentencia de 22 de noviembre de 2012 (Sala Octava), 

asunto C-385/11, el Tribunal ha sostenido que incurre en discriminación indirecta por 

razón de género una legislación estatal que, como la española, exige para conseguir una 

pensión de jubilación un periodo de cotización mayor a los trabajadores a tiempo parcial 

que a los trabajadores a tiempo completo, ya que 80% de estos últimos son mujeres. 
32 La empresa estaba dividida en cinco departamentos (labour, coal handing, operations, 

maintenance y laboratory and test); el de labour era el de trabajo más duro y peor pa-

gado. Para ser contratado en los otros departamentos o para promocionar desde el de-

partamento de labour se requería el diploma de estudios secundarios o superar un test  

de inteligencia. Duke Power tenía 95 trabajadores en esa sede de Carolina del Norte, 14 de  

ellos negros, que trabajaban todos en el área de labour. Ellos demandaron a la empresa 

amparándose en el título VII de la Civil Rights Act (1964), que prohibía, entre otras cosas, 

clasificar a los empleados de cualquier manera, en atención a su raza, color de piel, re-

ligión, sexo u origen nacional, que les afectara adversamente en su estatuto como em-

pleados. Las estadísticas revelaban que 34% de los blancos completaban sus estudios 

secundarios, por tan sólo 12% de los negros, y que 58% de los blancos superaban el test 

de inteligencia utilizado por la empresa, frente a 6% de los negros. 
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que ver con un mejor desempeño del trabajo y, con carácter gene-

ral, sostuvo que prácticas como esas, “incluso aunque fueran neu-

trales en su intención” (y no racistas), no pueden mantenerse “si 

sirven para ‘congelar’ el statu quo de anteriores prácticas discrimi-

natorias en el empleo”. Hay que mirar “a las consecuencias” de la 

política empresarial y “no sólo a su intención”. La empresa alega-

ba que no pretendía discriminar a los trabajadores negros, pero 

falló en demostrar que los requisitos que exigía para contratar al 

personal fueran necesarios para el trabajo a desempeñar. De mo-

do que si una medida sirve en la práctica para excluir a los negros 

y no puede demostrarse su utilidad, debe prohibirse. M. Connolly 

(2011, 153) observa con agudeza que el propósito del concepto de 

discriminación indirecta es evitar que empresarios sin escrúpulos 

evadan fraudulentamente la prohibición de discriminación por el 

simple expediente de introducir una prácticamente aparentemen-

te neutral y, por tanto, válida, como pretexto. No obstante, esta 

teoría del pretexto debe tener en cuenta que las discriminaciones 

indirectas se producen incluso cuando el empleador no tiene la in-

tención de discriminar. Es el resultado lo que importa. 

Ciertamente, el abordaje tradicional del concepto de discrimi-

nación indirecta ubica el ámbito de su aplicación en el escenario 

de las relaciones laborales, o, en menor medida, educativas, no en 

el campo de la representación política. No es común este último 

enfoque, pero, a mi juicio, no resulta inapropiado si se cumplen las 

condiciones o rasgos de aplicación de la categoría: (a) una disposi-

ción, criterio o práctica aparentemente neutros, (b) que afecta de 

modo sustancialmente más perjudicial o adverso a las mujeres (c) 

en comparación con otras personas en situación similar y (d) que 

no pueda justificarse objetivamente.33 Véase con detalle. 

a) En primer lugar, se debe identificar la disposición, el crite-

rio o la práctica aparentemente neutra en cuanto al género de la 

que procede la discriminación. En este caso, la fuente de la discri-

33 Un ejemplo de diferenciación indirecta no discriminatoria por estar justificada lo propor-

cionan Bamforth, Malik y O’Cinneide (2008, 292): requerir que los pilotos de avión tengan 

una buena visión podría perjudicar a las personas de mayor edad, pero es una exigencia 

encaminada a la seguridad de los pasajeros. 
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minación no procede de disposición jurídica o criterio explicitado 

en texto normativo o político alguno. En efecto, los ordenamientos 

de los estados democráticos no suelen recoger formalmente un 

trato jurídico diferenciado entre mujeres y hombres en el acceso a 

los cargos públicos representativos. El procedimiento, primero en 

el seno del partido político respectivo y más tarde en la institución 

de que se trate, es exquisitamente neutro en cuanto al género. Más 

bien, el origen de la discriminación se halla en la práctica de la se-

lección de candidatos por parte de los partidos políticos, así co-

mo en la elección de cargos directivos, que, invariablemente, lleva 

a preferir a los varones respecto de las mujeres. Llama la atención, 

en efecto, que este es un fenómeno universal, que también se pro-

duce, con mayor o menor intensidad, en los países más desarrolla-

dos y de mayor tradición democrática. Una verdad es evidente: en  

todos y cada uno de los estados si no hubiera (o no hubiera ha-

bido) una política, consciente y sostenida en el tiempo, de apoyo 

a la toma de decisiones de las mujeres, los porcentajes de su pre-

sencia en las instituciones representativas sería significativamen-

te inferior. 

También resultan sorprendentes los tenaces e imaginativos es-

fuerzos en el interior de los partidos por evadir una y otra vez en 

fraude de ley las cuotas electorales, lo que apunta a un serio pro-

blema subyacente de discriminación cultural. Hay que recordar có-

mo en el informe sobre las cuotas electorales de género en Europa 

consta la recomendación de asegurar su establecimiento con un 

sistema potente de sanciones por incumplimiento. La explicación 

de este hecho tan obstinado y extendido remite, sin duda, a los es-

tereotipos negativos o prejuicios contrarios a la participación de 

las mujeres en la vida pública que, al día de hoy y pese a todo,  

siguen hondamente arraigados en nuestras sociedades y también, 

más específicamente, en el propio seno de los partidos políticos. En  

diversos estudios de investigación se concluye, por ejemplo, que 

en igualdad de méritos, las madres son percibidas como menos 

competentes y comprometidas que las mujeres que no son ma-

dres, mientras los hombres no sólo no son penalizados cuando 

tienen hijos sino que, al contrario, en ocasiones los favorece. Los 
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estereotipos influyen desanimando la participación de las mujeres 

en la política; las mujeres asertivas son percibidas como compe-

tentes, pero desagradables; las características propias del lideraz-

go se consideran valores antifemeninos; algunas mujeres exitosas 

pueden sentirse impostoras que no pertenecen de verdad al club 

de los que toman las decisiones; las mujeres políticas suelen estar 

expuestas a presiones y obstáculos que proceden también de su 

propio entorno familiar y afectivo; la estructura jerárquica de los 

partidos suele estar dominada por varones; la atención desigual a 

la familia representa aún, en efecto, una dificultad añadida en la ca-

rrera política de las mujeres.34 A este tema volveré más adelante. 

Conviene observar, retomando un argumento que ya ha sido 

examinado, que, en contra de lo que rutinariamente suele creerse, la 

infrarrepresentación femenina no proviene fundamentalmente de  

la situación de vulnerabilidad socio-económica de las mujeres como  

grupo social. Así, carece de sentido comparar a las mujeres con 

otros grupos (estos sí minoritarios) en desventaja social. Como ya 

he indicado, la subrepresentación política femenina tiene que ver 

más con el Estado democrático que con el Estado social, con la 

idea de ciudadanía plena que con la de igualdad de oportunidades 

en general. Porque el problema principal es ideológico o cultural, 

no económico: reside en los prejuicios asociados a las mujeres en 

la política. En la lucha contra la discriminación, es crucial identificar 

correctamente la diana para no errar el tiro. En este mismo sentido, 

el estudio de Marta Lamas y Maite Azuela concluye que “la causa 

determinante” que obstaculiza a las mujeres mexicanas el ejercicio 

de sus derechos político-electorales es la cultura. A través del gé-

nero “se establecen una serie de mandatos sociales y prohibiciones 

simbólicas que alimentan prejuicios y discriminaciones” (2009, 33). 

Y en la página 167 del informe del INEGI sobre la situación de muje-

res y hombres en México en 2011, se lee que 

34 Véase Gisela Zaremberg (2009, 109) “Diversas entrevistas muestran cómo estar dispuesta 

a asistir a reuniones políticas a altas horas de la noche mientras al mismo tiempo se tie-

nen que llevar adelante responsabilidades de cuidado a la familia y/o enfermos, resulta 

una ecuación inviable”. 
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en los últimos años se ha hecho un esfuerzo importante por eviden-

ciar el aporte femenino y demostrar la capacidad de liderazgo social. 

Sin embargo, los estereotipos tradicionales que definen lo femenino 

y lo masculino, refuerzan la posición de que las decisiones políticas 

son predominantemente una tarea de hombres.

b) En segundo lugar, habría que demostrar el impacto adver-

so desproporcionado de esos criterios tradicionales sexistas en la 

selección de candidatos. En este punto, suele emplearse una prue-

ba de tipo estadístico que, en relación con los datos de participa-

ción de las mujeres en la vida política, arroja en todos los países y 

periodos unos resultados verdaderamente elocuentes. En el citado 

informe del INEGI se sostiene que la participación femenina en los 

puestos de elección popular y en los mandos medios y superiores 

de los sectores público y privado “es aún escasa y limitada; com-

parativamente es más modesta que la observada en otras esferas 

como el trabajo remunerado, la educación superior y las diver-

sas profesiones, entre otras” (INEGI 2012, 168). En 30 años, sólo cin-

co mujeres han gobernado un estado mexicano; el porcentaje de  

presidentas municipales es inferior a 7%; sólo una quinta parte  

de miembros del Poder Judicial son mujeres; el porcentaje de las 

secretarías de Estado en manos de mujeres es inferior: no alcanza 

5%; algo semejante ocurre con los escalones inferiores. De acuer-

do con el informe del World Economic Forum (WEF 2012) sobre las 

brechas entre mujeres y hombres en el mundo, la de México es de 

las más amplias en 2010 (de 135 países analizados, México ocupa el 

puesto 89; en materia de empoderamiento político, está algo me-

jor —seguramente por las cuotas—, en el lugar 63).35 Ya se ha vis-

to cómo los porcentajes de mujeres en las dos cámaras federales 

aumentaron espectacularmente tras la última elección, de julio de 

2012, gracias a la nueva interpretación del artículo 219 del Cofipe 

que llevó a cabo el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fede-

ración. En la actual legislatura, las diputadas alcanzan 36.6% de es-

caños y las senadoras, 32.8%. Pero aún no se ha logrado el 40% de 

35 Véase INEGI (2012, 168).
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que habla la propia legislación electoral. Y los porcentajes en los 

parlamentos estatales son claramente inferiores; en muy pocos ca-

sos se supera 30% de presencia femenina. 

Los datos muestran, por tanto, una realidad obstinada, sistémi-

ca, significativa. Reflejan una fotografía del vigor de la discrimina-

ción sexual política en México. Y, en consecuencia, revelan también 

el fallo de los partidos políticos en el proceso de selección de can-

didatos y en la propuesta de una carrera política en la que el géne-

ro no cuente como privilegio ni como obstáculo. 

c) El término de comparación de las mujeres políticas es aquí 

claro: los varones políticos. En otros casos de discriminación indi-

recta no es tan fácil identificar el grupo de personas con el que hay 

que comparar la desventaja. Es incuestionable que, por lo general, 

a los varones les resulta mucho más fácil que a las mujeres acceder 

y permanecer en el quehacer político, así como ocupar los cargos 

directivos (en los partidos políticos y en las instituciones). Dicho de 

otra manera, a las mujeres se les une, en la tremendamente dura y 

competitiva competición política, junto a las demás dificultades, la 

de sufrir los prejuicios ligados al género. 

d) Y, por último, no se me ocurre qué argumento o finalidad pú-

blica relevante podría justificar objetivamente el desproporciona-

do efecto adverso que recae sobre las mujeres para participar en 

los procesos de toma de decisiones. Quizá tan sólo uno, que a ve-

ces se alega: respetar la propia libertad de decisión de las mujeres 

que, mayoritariamente, no querrían participar activamente en po-

lítica. Este no es un argumento serio. Se podría comparar al de afir-

mar que habría sido preferible mantener la esclavitud porque, en 

realidad, a los esclavos les encantaba trabajar duro, pues en caso 

contrario se hubieran rebelado más a menudo. Probablemente, en 

el momento actual, haya más mujeres que hombres no dispuestas 

a participar en la vida política. Marcela Lagarde (2011, 188) habla 

de “servidumbres voluntarias de las mujeres” para explicar el he-

cho de que “mujeres que tienen condiciones económicas, sociales 

y culturales que les permitirían vivir en mejores condiciones, asu-

men con servidumbre algunos espacios de sus vidas”, y la política 

es claramente uno de esos espacios. Pero este hecho no sirve para 
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justificar la ausencia de discriminación, sino justo lo contrario, para 

manifestar su existencia, a partir de la idea de discriminación insti-

tucional que más adelante se expondrá. Insisto: se trata de una di-

ferencia de trato injustificable. 

Ergo, las cuotas electorales de género son una técnica, garantía 

o remedio contra la discriminación indirecta, adversa o de impacto 

que sufren las mujeres en el escenario de la participación política. 

Son una herramienta para cambiar ciertas prácticas hondamente 

arraigadas en el proceso de selección de candidatos electorales 

que a primera vista no son discriminatorias (desde luego, no lo son 

formalmente), pero que en la práctica imponen desventajas a las 

mujeres. 

Pero, además, son una garantía contra una discriminación indi-

recta de tipo institucional. El concepto discriminación institucional 

procede del análisis doctrinal de cómo opera el racismo, concreta-

mente, del seminal trabajo de Knowles y Prewit (1969), que definie-

ron el racismo institucional como 

cualquier situación en la que la conducta ha llegado a ser tan insti-

tucionalizada que las personas generalmente no pueden elegir en-

tre diversas opciones, sino que se ven conducidos a comportarse de 

una manera racista. Las reglas y procedimientos de todas las organi-

zaciones ya han predeterminado la elección. Las personas sólo pue-

den ajustar su conducta a las normas y prácticas de la institución 

que les discriminarán (Knowles y Prewit 1969, 291). 

Pues bien, creo que la idea de discriminación institucional 

podría extenderse sin mayor problema desde la discriminación  

étnico-racial a la de género, de cómo opera el racismo a cómo opera 

el machismo. En efecto, podría sostenerse que existe un fallo colec-

tivo de los partidos políticos como organizaciones para seleccionar 

a las mujeres como candidatos electorales, que se manifiesta en 

procedimientos, actitudes y comportamientos de tipo inconscien-

te o involuntario (o intencional, pero oculto) a partir de la ignorancia 

y los prejuicios sexistas. Citando un informe de William MacPher-

son of Cluny, de 1999, sobre una investigación por asesinato  
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con móvil racial, Bamforth, Malik y O’Cinneide (2008, 336) señalan 

que la discriminación institucional 

persiste por el fallo de la organización [en nuestro caso, los partidos 

políticos] para reconocer abierta y adecuadamente su existencia; sin 

reconocerla ni actuar para eliminarla, la discriminación [en nuestro 

caso, por género] prevalecerá como parte del ethos o cultura de la 

organización; es una enfermedad corrosiva. 

A MODO DE CONCLUSIONES. EL PROBLEMA  
DE LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LAS MUJERES 

MÁS ALLÁ DE LAS CUOTAS ELECTORALES  
Y LA DISCRIMINACIÓN INSTITUCIONAL

Comprender las cuotas electorales de género como una medi-

da de discriminación indirecta o de impacto y no como una ac-

ción afirmativa (ya sea en su forma de discriminación positiva o 

incluso de acción positiva) transforma radicalmente el debate so-

bre su validez jurídica debilitando los principales argumentos en 

su contra. Con las cuotas (al menos, con las cuotas establecidas 

concretamente al modo mexicano) no se estaría otorgando un tra-

to diferente y más favorable a las mujeres respecto de los hombres, 

lo cual es siempre más difícil de justificar (aunque no sea imposi-

ble), sino que, más bien, se trataría de corregir, por medio de una 

medida jurídica, una obstinada discriminación social que impedi-

ría que las mujeres accedieran de hecho a los cargos públicos. No 

son un regalo, privilegio o favor que se concede a las mujeres, si-

no una herramienta para asegurar que puedan ejercitar con pleni-

tud un derecho que les es propio. Se trata del ejercicio sin trabas ni 

obstáculos de un derecho —el de participación política— no de 

un privilegio, ni siquiera de una compensación. 

Y ahí sigue estando el problema, en cómo lograr que las mu-

jeres participen en condiciones idénticas que los varones en to-

dos y cada uno de los procesos de toma de decisiones, ya sea en 

los ámbitos públicos o en los privados. Hemos visto cómo uno de 
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los problemas de las cuotas es el de la utilización de diversos ex-

pedientes para evitar fraudulentamente su aplicación. Pero en tor-

no a las cuotas hay otros problemas. A mi juicio, uno de los peores 

es, tomando la parte por el todo, considerar que, existiendo ya un 

sistema de cuotas, el problema de la participación de las muje-

res prácticamente se ha resuelto o que no se puede ir más allá. És-

ta es una metonimia política tan extendida como inaceptable. Las 

cuotas son sólo un medio potente para conseguir un fin (el ejerci-

cio del derecho de participación política), pero no un fin en sí mis-

mo. Las cuotas electorales de género aseguran (si no se aplican 

tramposamente) un porcentaje razonable de mujeres en las cáma-

ras parlamentarias, lo cual es indispensable porque dichas cámaras 

cumplen una función de representación máxima del pueblo, del 

soberano, de modo que la presencia en ellas de un porcentaje de 

mujeres semejante al que tienen en la población general desarro-

lla una significativa función simbólica y de imitación o emulación 

por otras instituciones públicas y privadas. 

Las cuotas no pueden comprenderse como un privilegio a fa-

vor de las mujeres. Primero, porque la igualdad política real de mu-

jeres y hombres es un asunto que afecta a todos: a ellas y a ellos. 

Segundo, porque más que otorgar una ventaja a las mujeres, su 

función es, más bien, intentar dar solución a un problema de dis-

criminación de género institucional en la medida que los poderes 

políticos han venido fallando en asegurar la igualdad política entre 

todos los ciudadanos con independencia de su género. Y si esto es 

así, pierde interés la conflictiva cuestión de para qué sirven las cuo-

tas electorales; es decir, qué beneficios aporta su establecimien-

to. Los estudios más serios sobre el particular han demostrado que 

una mayor presencia femenina en las instituciones representativas 

mejora el abordaje de problemas que afectan predominantemen-

te a las mujeres (el de la violencia de género, por ejemplo), pero 

esa no es la cuestión. El problema no es ya determinar por qué las 

mujeres deben sentarse en las cámaras parlamentarias en un por-

centaje semejante al de sus compañeros varones; la cuestión es 

por qué, a esta fecha, y si no hubiera cuotas, no podrían hacerlo. 

That’s the point.
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Por eso, evidentemente, el problema de la infrarrepresenta-

ción de las mujeres en los procesos de toma de decisiones no se 

agota tan sólo en el asunto de su presencia en las cámaras parla-

mentarias. Esto ha de ser visto tan sólo como el comienzo de la so-

lución del asunto, no como el final. Porque las dificultades para 

que las mujeres se sienten en los parlamentos se deben a prejui-

cios patriarcales hondamente arraigados en la sociedad, los cua-

les, aunque no sea políticamente correcta su formulación de modo  

explícito, siguen siendo robustos. De ahí también que la igualdad 

política de las mujeres y los hombres no será el resultado natural 

de la evolución social, no caerá como fruta madura con el tiempo, 

sino que todavía habrá de ser perseguida obstinadamente y sin 

desfallecer durante muchos años. Porque la igualdad política, la so-

cial y la económica no son naturales; son, más bien, una conquis-

ta de la civilización y requieren un esfuerzo sostenido en el tiempo. 

Lo natural, también en la sociedad, es la desigualdad y que el más 

fuerte tienda a serlo cada vez más si no se lo impide nadie. Frente a 

este darwinismo social debemos reivindicar la igualdad de trato y 

de oportunidades como una exigencia de la dignidad de toda per-

sona humana, como requisito necesario de una sociedad decente 

y como la condición para que un sistema político pueda calificarse 

con propiedad como un sistema democrático. 

Así pues, las mujeres deben estar en porcentajes similares a los 

de los varones en los parlamentos, pero también en los gobiernos, 

en los órganos directivos del Poder Judicial, en los puestos más 

altos del escalafón judicial, adoptando decisiones en las empre-

sas y fundaciones públicas, en la gobernación de los estados, en 

cualquier institución pública. Pero también allí donde se adoptan 

las decisiones en el sector privado, en las empresas y en las aso-

ciaciones de todo tipo y condición. Actualmente, por ejemplo, la  

preocupación principal de la Comisión de la Unión Europea es  

la participación de las mujeres en los consejos de administración 

y en los puestos directivos de las empresas, pues el porcentaje ac-

tual sigue siendo ridículo.36 

36 En 2011, las mujeres sólo estaban presentes en los consejos de administración de las 

principales empresas en Europa en torno a 13.7%, y en los puestos directivos sólo en 
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En este sentido, es preciso reflexionar sobre las causas que im-

piden a las mujeres participar plenamente en los procesos de to-

ma de decisiones, tanto públicos como privados. Por ejemplo, en 

los estereotipos negativos que todavía hoy niegan a las mujeres 

capacidad para el mando (algo siempre sospechoso; un hombre 

ambicioso se valora bien, una mujer ambiciosa se mira con desa-

probación), lo cual apunta, como remedio, a la educación y a los 

medios de comunicación. O en los procesos de conciliación entre 

la vida privada y la laboral, que es, a mi juicio, el problema central 

en la actualidad en relación con profesiones como la política, que  

requieren una dedicación horaria ilimitada e imprevisible. Por-

que si el machismo es la atribución de los espacios privados de 

la existencia a las mujeres (el cuidado de los otros) y de los espa-

cios públicos (el trabajo extradoméstico, la toma de decisiones, la 

producción intelectual, etcétera) a los hombres, está claro que no 

se superará nunca mientras los hombres no entremos de verdad, 

esto es, en condiciones equiparables a las de las mujeres, en los 

espacios privados, y las mujeres no entren de verdad en los pú-

blicos. Esto requiere un nuevo contrato social entre mujeres y va-

rones, una nueva manera de enfocar sus relaciones. Mientras los 

varones no entren seriamente en los espacios privados, las mujeres 

no entrarán en los públicos en condiciones de igualdad. De “iden-

tidad escindida” habla Marcela Lagarde (2011, 161). Las encuestas 

sobre el uso del tiempo muestran que la mayoría de las mujeres se 

enfrentan a una doble presencia o trabajo, el extradoméstico y el 

doméstico (con la “enorme tensión” que esto supone para la vida  

cotidiana de las mujeres) (Salazar, Salazar y Rodríguez 2011, 6), y es-

to les impide, lógicamente, avanzar en sus carreras profesionales. 

De ahí que la conciliación se haya convertido en una cuestión cla-

ve. Ya he mencionado que es uno de los objetivos centrales de las 

2.7%. La comisaria de Justicia y vicepresidenta de la Comisión Europea, la luxemburguesa 

Viviane Reding, impulsó en 2011 un plan voluntario de autorregulación de las empresas 

para romper ese techo de cristal, pero fracasó. Por ello, ha vuelto a la carga proponiendo 

una directiva que fija el objetivo de 40% de mujeres en los consejos de administración de 

las empresas europeas para 2020, imponiendo sanciones en caso de incumplimiento. Lo 

cierto es que tal propuesta está siendo especialmente controvertida, incluso en el seno 

de la propia Comisión Europea y todavía no ha sido aprobada. 
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políticas de la Unión Europea en materia de lucha contra la discri-

minación de género. 

Pues bien, en relación con el trabajo, las medidas de concilia-

ción que se han ido ensayando (excedencias por cuidado de hijos 

o de mayores, reducción de jornada, empleo a tiempo parcial, re-

ducción de jornada por obligaciones familiares, etcétera) fracasan 

porque las adoptan casi exclusivamente las mujeres, con lo que re-

fuerzan el mensaje de que los hijos deben ser cuidados sólo por 

sus madres. Desde la óptica de la igualdad entre mujeres y hom-

bres, las políticas de conciliación o se ponen instrumentalmente 

al servicio del objetivo de que las mujeres puedan desarrollar una 

carrera profesional en idénticas condiciones que sus compañeros 

varones, o refuerzan el estereotipo sexista de que el cuidado de la 

casa y de los hijos corresponde en exclusiva o de modo principal 

a las mujeres.37 

Por otro lado, la organización del tiempo es muy distinta en-

tre hombres y mujeres. Para los hombres, en general, la vida está 

determinada muy claramente por su tiempo dedicado al trabajo 

fuera de casa y el tiempo que les queda puede dedicarse al traba-

jo familiar doméstico o a otras actividades. En el caso de las muje-

res, la situación es mucho más complicada. Según Rebeca Salazar 

y otras (2011, 17), las mujeres mexicanas invierten 41 horas a la  

37 Las medidas de conciliación significan, en la práctica española —que no es muy diferen-

te, en lo esencial, a la mexicana, como se puede deducir del informe de Rebeca Salazar, 

Hilda Salazar y Maritza Rodríguez (2011)—, que muchas mujeres están condenadas a 

llevar trabajos de baja intensidad para poder seguir sirviendo a los suyos en el ámbito do-

méstico, es decir, para poder hacer el doble trabajo o la doble jornada. Las trabajadoras 

abandonan la autopista de la igualdad de carrera profesional con sus compañeros varo-

nes para internarse por carreteras secundarias de las que no siempre logran retornar a la 

vía principal y si lo hacen, será con el correspondiente rezago. Además están provocando 

otros efectos perversos: la intensificación de la flexibilidad laboral ha incrementado el 

poder empresarial para organizar el tiempo de trabajo diario y anual, con escasa conside-

ración a las necesidades de la vida cotidiana. Al revés. El que la jornada laboral se vuelva 

flexible y la empresa pueda imponer cambios súbitos de configuración, repercute muy 

negativamente sobre las mujeres trabajadoras. Para muchas mujeres, la necesidad de 

cuidados que tienen las personas a su cargo ocupa un papel central en su vida; cualquier 

variación en su jornada, sobre todo si es imprevista, supone un grave trastorno que exige 

el rediseño de las estrategias familiares y mayor presión moral y social. Además, la intro-

ducción de horarios atípicos (nocturnos, festivos, etcétera) crea dificultades adicionales 

para llevar a cabo una vida social adecuada. En otras palabras, la flexibilidad de las jorna-

das, en sí misma considerada, si pierde de vista el objetivo de la igualdad, se convierte en 

una trampa para sus supuestas beneficiarias, las mujeres.
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semana en trabajo no remunerado frente a 23 de los varones. Ellas 

son las principales encargadas del cuidado de los niños, enfermos 

y adultos mayores en la familia, además de atender las necesida-

des del hogar. El tiempo dedicado al trabajo también determina su 

organización diaria, pero en situaciones críticas (aunque habitua-

les, por cierto, como la presencia de personas dependientes) las 

mujeres suelen reducir el trabajo extradoméstico y aumentar con-

siderablemente el doméstico. Incluso están dispuestas a trabajar 

en horarios peores con tan de que no varíen a menudo o de forma 

imprevista. Otro ejemplo de las diferencias entre mujeres y hom-

bres en este aspecto es la mayor participación de las mujeres en el 

sector público (como empleadas más que en cargos de represen-

tación), con un horario más reducido y mayor flexibilidad, que per-

mite conciliar mejor que el sector privado. Así que, en todo caso, 

más que hablar de estrategias familiares de conciliación, las que se 

dan en la realidad son estrategias femeninas, formando parte de 

ella el retraso en la edad de la maternidad, con sus correspondien-

tes efectos demográficos y socioeconómicos. 

Pero si las políticas de conciliación de la vida privada y la laboral 

están produciendo estos problemas en el ámbito laboral, la situa-

ción es peor en el escenario político, donde, lisa y llanamente, no 

hay medida alguna para favorecer dicha conciliación. Es un proble-

ma que no se ve como tal, un problema invisible, así que no está en 

la agenda política. Los varones pueden desarrollar su cursus hono-

rum político con toda tranquilidad al mismo tiempo que su vida fa-

miliar, pero las mujeres no. No sorprende, en este sentido, el menor 

número de hijos que las mujeres políticas suelen tener en compa-

ración con las mujeres en general, o su mayor tasa de soltería, se-

paración matrimonial, etcétera. De ahí que muchas mujeres ni se 

planteen participar en la vida política porque no están dispuestas 

a pagar ese alto precio personal, que no tienen que sufrir (o no del 

mismo modo) sus compañeros varones. 

En consecuencia, si se quiere avanzar en el objetivo de fomen-

tar la participación política femenina, sería preciso, en mi opinión, 

trazar una estrategia de conciliación en el ámbito político, con me-

didas como un uso más racional del horario parlamentario (no por 
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estar físicamente más tiempo en el trabajo se rinde más), la crea-

ción de guarderías para menores y de asistencia a mayores depen-

dientes, la posibilidad del voto electrónico en casos de maternidad, 

etcétera. En cualquier caso, para no incurrir en los mismos errores 

que las políticas laborales de conciliación, siempre ha de tenerse 

en cuenta que deben conciliar ellos y ellas, y no sólo ellas. Porque 

el cuidado de hijos y mayores no es asunto sólo de mujeres, ni el 

proceso de toma de decisiones es sólo de hombres. 

En definitiva, el problema de las cuotas en las instituciones par-

lamentarias es tan sólo la punta del iceberg, una parte de la res-

puesta del problema, ciertamente importante, pero no su solución 

completa. Falta mucho por hacer. El objetivo es que las mujeres 

dejen de ser, como explica Marcela Lagarde, personas incomple-

tas cuya existencia se justifica sólo a partir de los otros, personas 

fallidas si no responden a los estereotipos sociales sobre el ideal de  

mujer y personas cautivas cuya libertad depende, en definitiva,  

de la voluntad ajena. 
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